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INTRODUCCIÓN 

La restricción de derechos humanos es una materia que per se, genera particular interés 

dentro de los análisis doctrinales. Dentro de estas limitaciones son objeto de mayores 

revisiones aquellas que se fundan en el ejercicio de una profesión legítima, cual es la 

ejercida por los militares. Por esto, la prohibición de los miembros de la Fuerza Pública en 

servicio activo en Colombia para ser titulares del derecho al sufragio (entre otros derechos 

políticos que igualmente le son suprimidos) es un área llamada a propiciar sólidos debates 

de carácter político y jurídico tendientes a determinar su conveniencia y conformidad con el 

ordenamiento internacional. 

En este contexto, el presente trabajo, producto del esfuerzo de tres autores, cada uno 

responsable exclusivo de uno de sus capítulos, pretende entregar a los lectores herramientas 

para apoyar la construcción de una posición al interior del estamento militar, que, tras 

sopesar los diferentes elementos en que tiene asidero la misma, propenda por la defensa del 

carácter de ciudadanos de sus miembros, y por esta vía, de la realización del principio 

democrático que están llamados a defender. 

En el primer capítulo se describe cómo el acceso al sufragio de los militares en actividad en 

Colombia tiene una evolución histórica poco difundida dentro de la cronología política 

nacional. Básicamente se ha dividido en dos épocas llenas de complejidades sociales y 

conflictos civiles; la primera se enmarca desde el movimiento revolucionario hasta finales 

de la primera década del siglo XX, donde la clase política tenía una amplia participación 

dentro de la clase militar, característica esta propia de la época. El segundo momento 

histórico se inicia desde la reforma militar de 1907 que buscaba modernizar las Fuerzas 

Militares, después de haber sufrido una guerra civil, en busca de cohesionar un solo poder 

militar para todo el país, que le diera solidez al Estado. 

El segundo capítulo, se ocupa de analizar desde la óptica del ordenamiento jurídico, la 

restricción constitucional del derecho al su~i·agio activo de los miembros de la Fuerza 
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Pública en Colombia, a fin de identificar Jos aspectos que la delimitan, las razones de 

conveniencia que la sustentan y hacer predicciones sobre su evolución . 

El tercer capítulo se ocupa de la polémica sobre el derecho al voto de los militares y su 

correlación con el temor de que las Fuerzas Armadas se tornen en entidades deliberantes. 

Por este motivo, en muchos Estados no se permite que los militares se beneficien de todos 

sus derechos como ciudadanos, a pi icando como votantes dentro de procesos electorales; sin 

embargo, en países como Estados Unidos, Canadá y el Reino Unido esta situación se 

analiza desde otro punto de vista y se busca eliminar las limitaciones, considerando este 

derecho como un deber cívico y no como un acto político; en ese orden de ideas, los 

miembros de la institución castrense deben mantenerse imparciales en cuestiones de 

política y leales a los gobiernos elegidos democráticamente. 

Por otra parte, Argentina y Paraguay como países democráticos, presentan modelos 

distintos de pat1icipación ciudadana, con respecto a incluir o no a sus militares dentro de 

dichos procedimientos democráticos, específicamente en lo concerniente a eventos 

electorales. De igual forma no se debe dejar de observar que dichos países han tenido 

dentro de su historia política fuertes dictaduras militares, que de alguna forma hatl 

contribuido a definir u orientar las percepciones nacionales hacia sus Fuerzas Militares. 

Finalmente, el trabajo incluye completas referencias bibliográficas sobre el asunto, tanto 

del ámbito nacional como internacional , que posibilitan futuras investigaciones, así como la 

estructuración de hipótesis sobre la forma cómo impactaría al sistema político colombiano 

el incremento del censo electoral a partir de la inclusión de los miembros de las Fuerzas 

Armadas. 
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CAPÍTULO I 

EVOLUCIÓN DEL DERECHO AL VOTO MILITAR EN COLOMBIA 

MY. ALEXANDER RODRÍGUEZ ROJAS 
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RESUMEN 

Durante el siglo XIX los militares tenían derechos totales dentro del nuevo Estado, que 

nacía después de una convulsiva campafía de independencia. Lejanos de responder a los 

retos que se cernían para consolidar el Estado Colombiano, la clase política con injerencia 

directa del estamento militar se debatía en permanentes conflictos militares en busca de 

instaurar el orden que cada sector consideraba adecuado para el país, donde la 

manipulación del sufragio militar estaba a la orden del día. 

Durante el siglo XX la reforma militar y la profesionalización de este cuerpo castrense 

disciplina la tropa, tomando distancia de los asares políticos más por convicción que por 

conveniencia. El gobierno en febrero de 1945 eleva al nivel de precepto constitucional, en 

su artículo 168, la Ley 72 de 1930, que formalizó la prohibición al estamento militar para 

participar en las contiendas electorales a través del voto, restricción que en la Constitución 

actual sigue vigente. 

Palabras clave: Clase Militar, Clase Política, garantías electorales, constitución política, 

reforma militar, deliberante, función del sufragio. 
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INTRODUCCIÓN 

El presente es el estado del arte sobre la evolución del derecho al voto militar en Colombia. 

En este sentido se busca conocer como el Estado Colombiano se avoca a sacar de las urnas 

a los militares, clase social muy influyente en la muy joven república. 

Se realiza señalando cada momento histórico que definió la existencia y posterior 

prohibición por parte del gobierno a mediados del siglo XX. Paralelamente se describen 

breves apartes de la convulsiva vida nacional , ligados a la participación de los militares en 

los comicios electorales y los conflictivos resultados de estos, buscando contextualizar el 

porqué de las decisiones tomadas frente al tema de estudio, a lo largo de la historia 

nacional. 

La primera parte comienza desde el momento en que se logra la independencia de Espaí'ía 

en 1819 y va hasta 1853, época que se caracterizó por el constante esfuerzo de darle forma 

a un estado inestable y muy beligerante. Seguidamente se logra una época de tensa calma y 

deseos de reformas que alcanzan a las Fuerzas Militares, pero que aún se mantienen en el 

escenario electoral. Se finaliza con la época de principios y mediados del siglo XX, en 

donde finalmente se retira la oportunidad de hacer uso del sufragio a la clase militar, y que 

prevalece hoy en día. 
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l. ANÁLISIS DEL ESTADO DEL ARTE 

1.1 BUSCANDO CONSOLIDAR UN NUEVO ESTADO 

Colombia puede sentirse orgullosa al considerarse que desde los inicios de su historia como 

república independiente, ha sido la única en mantener unos procesos electorales 

permanentes "Las elecciones son una de las tradiciones más arraigadas de la democracia 

colombiana [ ... ] desde los inicios de la vida republicana, muchos dirigentes consideraron 

que votar era un "derecho". Junto con Chile, Colombia fue pionera en América Latina en 

visualizar las elecciones como un mecanismo idóneo de decisión y escogencia política" 1
• 

Una vez finalizado el proceso independentista en el cual no se contó con un proceso 

electoral de sufragio y con la preocupación de consolidar el Estado, se tuvieron que 

solucionar elementos normativos esenciales para estructurar un sistema electoral válido 

dadas las características sociales, políticas y económicas del naciente estado. 

Es así como " ... en 1820, el congreso de Angostura reglamento el sufragio para elegir[ ... ] 

Se permitió votar a los miembros del Ejército libertador aun cuando no se cumplieran con 

los demás requisitos educacionales y económicos mínimos exigidos"2
. 

En Angostura , primordialmente se proclamó lo que se conoce como la Gran Colombia, 

denominación dada por los historiadores para diferenciarla de lo que hoy es Colombia. 

Para el año de 1821 se reúne el Congreso Consti tuycnte para continuar diseñando el nuevo 

Estado soberano: 

El congreso de Cúcuta había sido elegido por medio de un sufragio restringido que excluía de la 
votación a la mayoría de los habitantes, lo cual no dejaba de ser lo normal durante el periodo en 
cuestión. Más aun, se habían eliminado restricciones en beneficio del voto de los soldados del 
Ejército revolucionario, lo cual determino que la elección fuera inusualmente democrática para la 

1 CABALLERO ARGAEZ, Carlos, El Rescate de Una Historia Desconocida: La Electoral. [En línea]. 
Disponible en : http ://www.cltiempo.com/archivo/documento/CMS-63 19 167 [citado el 1 de junio de 201 1 ]. 
2 PINZÓN DE LEWIN , Patricia. El Ejercito y las Elecciones. Bogotá: cerec. 1994. P. 19 
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época.3 

El Congreso d~úcuta entonces " ... tomó en cuenta todas las calificaciones personales de 

los militares en relación con el voto. Los miembros del Ejército podían votar en las 

parroquias en elecciones primarias [ ... ] El sufragio era considerado como un privilegio, 

tenía un cariz extraordinario''4 . 

Más adelante, la disolución de la Gran Colombia marca el final de un ideal que sólo tenía 

algún sentido en el imaginario del libertador Simón Bolívar " ... en una carta a Santander, 

decía que las nuevas naciones libertadas debían temer a tres cosas "A Espafía, a la Santa 

Alianza y a la anarquía''. Esta última fue el resultado de las guerras de independencia"5
. 

Como se sefí.aló, la Gran Colombia dejaría de existir para dar paso a la República de la 

Nueva Granada la cual "se afanó por equiparse con una Constitución formal y una serie de 

instituciones liberales"6
. La nueva carta dio continuidad a la política excluyente respecto 

del derecho al voto para los nacionales: 

( ... ) la Constitución de 1832 tuvo que resolver el problema de a quiénes debía considerarse como 
nacionales, para así saber quién podía ejercer actividades electorales, razón por la cual, en prim era 
instancia , los esclavos (que constituían una mayoría en el país) no fueron considerados como 
ciudadanos. En esta Constitución, para poder ejercer el derecho al voto no bastaba con ser 
ciudadano, pues se necesitaba ser un hombre mayor de edad (veintiún años), ser casado y poseer 
propiedades. 7 

Por lo que el modelo electoral establecido para la época fue adoptado en el congreso de 

Cúcuta, denominado sistema de elecciones indirectas por sufragio limitado " ... por 

afíadidura el sufragante habilitado no votaba por su candidato predilecto si no por unos 

"electores" que se reunirían en asamblea para hacer las elecciones definitivas (voto 

3 BUSHNELL, David. Colombia Una Nación a Pesar de Si Misma De los tiempos precolombinos a nuestros 
días. Bogotá. Planeta. 1996. P. 82 
4 PINZÓN DE LEWIN, Patricia. Op. , cit. p. 20 
5 PARDO RUEDA, Rafael. La Historia de las Guerras. Bogotá. Ediciones B. 2004. P. 214. 
6 BUSHNELL, David. Op., cit. P. 111. 
7 Historia Electoral en Colombia. [En línea]. Disponible en: 
h!tp: //www.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/poli /poli81.htm, [Citado el 30 de mayo de 20 11]. 
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indirectos)"'8. 

Toma especial importancia las reformas que se vincularon en esta Constitución en materia 

de los derechos de los militares. En este sentido, "La constitución[ ... ] de 1932 termina con 

los privilegios de la clase militar haciendo de sus miembros simples ciudadanos [ ... ] El 

voto no es parte del fuero ya perdido, si no un derecho ciudadano"9
. A raíz de esta nueva 

denominación, se generaron restricciones desde la óptica que "A diferencia de los primeros 

años de vida independiente, tenían la facultad de votar como los demás ciudadanos [ ... ] 

siguiendo las limitaciones y calificaciones del sufragio como individuos sin miramientos a 

sus rangos militares 10
• 

Surgen entonces cuestionamíentos al observarse que algunos de los miembros del Ejército 

no contarían con las condiciones requeridas para ejercer su derecho al voto, en tal virtud 

"en 1832 el gobierno puso claro su derecho. El "prest", "pre" o pago que recibían los 

soldados por su servicio aseguraba su capacidad económica para sufragar" 11
• Para la época 

el Ejército como fuerza mas preponderante contaba ''en octubre de 1831 con [ ... ] 2350 

hombres [ ... ] el entonces secretario de Guerra y Marina, general Obando, indicaba la 

distribución de las tropas en los seis departamentos. Cundinamarca, Cauca, Boyacá, 

Magdalena, Istmo de Panamá y Antioquia" 12
• 

La historia de Colombia continuaba de forma inestable y conflictiva, la violencia se 

arraigaba como la forma más operante para que las partes antagonistas pretendieran 

imponerse entre ellas. Al final de del siglo XIX se contabilizaron "nueve grandes guerras 

civiles, dos internacionales con Ecuador y decenas de revueltas regionales, especialmente 

8 MANRIQUE REYES, Alfredo. La Organización Electoral Colombiana hoy. [En línea]. Disponible en: 
http ://www.escuelavii1ual.registraduria.gov.co/theme/registraduria/l ibroPN UD/Tomo 1/Tomo 1-
organizacion.pdf, [Citado el 30 de mayo de 2011 ]. 
9 PINZÓN DE LEWIN, Patricia. Op., cit. P. 20 
JO lbíd. P. 21. 
11 Ibíd. 
11 VALENCIA TOVAR, Áivaro. HISTORIA DE LAS FUERZA MILITARES DE COLOMBIA 11 -
EJERCITO. Bogotá. Planeta. 1993. P. I54 
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durante el periodo federal" 13
. 

Con la Constitución de 1853 se realizan avances muy significativos en términos de 

apertura democrática y en el reconocimiento de los derechos universales del hombre "que 

habilitó a todo hombre adulto para elegir y multiplicó los cargos oficiales que se llenaban 

por elección popular (incluso magistraturas de la alta corte y la Procuraduría General) y 

estipuló que todas las elecciones se harían de manera directa sin la intermediación de 

asambleas electorales" 14
• De la misma forma se procedió en esta carta magna a la abolición 

de la esclavitud y para el ejercito "redujo el pie de fuerza, asunto que motivó el apoyo de 

los militares a las Sociedades Democráticas" 15
• 

Las reformas ampliaron el alcance de participación de la población, y es así como en 1956 

se desarrollan las primeras elecciones presidenciales directas de la historia: 

Estos hechos han pasado inadvertidos por los historiadores, seguramente porque la Constitución de 
1863 federalizó el sistema electoral, dejando libertad a los nueve estados federales para decidir el tipo 
de rég imen electoral que quisieran tener y cinco de ellos volvieron a introducir restricciones al voto 
masculino. Por eso, entre 1863 y 1886, cuando se expidió una nueva Constitución, el sistema electoral 
rctroccdió 16

• 

Al mismo tiempo existen algunos registros sobre la manipulación del voto de la tropa a 

favor de uno u otro candidato popular. Un caso se presento "Durante la campaña de 1856 

[ ... ] Sobresale la labor del general Ramón Espino a favor de la candidatura de Mosquera 

[ ... ] El voto partidista en el ejercito resultaba normal" 17
. La correspondencia mantenida 

entre el candidato Mosquera y el general Espino, este señala que "La tropa en servicio y 

los inválidos con casi todos los jefes y oficiales votaron por usted" 18
, por lo que deduce 

contundentcmente que el voto de la unidades militares si se usaba para inlluir en la 

contienda electoral. 

13 La Nueva Historia de Colombia. Vol. 2. Bogotá. Planeta, 1989. P. 171 
14 MANRIQUE REYES, Alfredo. La Organización Electoral Colombiana hoy. [En línea]. Disponible en: 
http :1 /www .escue lav i rt u a l. registrad uria. gov .co/theme/registrad uria/1 i broPN UD/Tomo 1 /Tomo 1-
organizacion.pdf, [Citado el 30 de mayo de 2011 ]. 
15 VALENCIA TOVAR, Álvaro. Op., cit. P. 164 
16 CABALLERO ARGAEZ, Carlos. Op. cit. 
17 PINZÓN DE LEWIN , Patricia. Op. cit. P. 30. 
18 1bid.P.31. 
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No se puede establecer de forma tácita que este tipo de manipulaciones del sufragio 

electoral determinaran algún tipo de queja o revuelta de tipo inconformista por parte de la 

población. Mas sin embargo, para la época, el gobierno decidió controlar los escrutinios 

para certificar su validez, hecho que junto con las manipulaciones que se hacían, generó 

revueltas como en "Santa Marta, con motivo de los escrutinios de 1859, el pueblo se 

amotinó armado" 19
, y para 1860 se generó una guerra civil más "la guerra [ ... ] se 

generaliza y se prolonga hasta 1863. Termina con la rendición del ejército conservador 

ante el Ejército revolucionario dirigido por el general Tomás Cipriano de Mosquera"20
. El 

ambiente estaba servido para que la clase dirigente de turno buscara una nueva forma de 

organizar el Estado, donde prosperaría el criterio federal de forma arraigada. 

1.2 SE INICIA LA ÉPOCA REFORMISTA 

Por su parte la constitución de Rionegro (Antioquia) del 8 de mayo de 1863 surge de un 

esfuerzo de la clase denominada reformista para reorganizar una vez más el Estado desde 

su carta magna. Sin ser el motivo de la presente investigación, se enuncian algunos 

aspectos que se consideraron importantes, con el propósito de hacer una ambientación al 

momento histórico de la época para poder entender la participación del Ejército en dicho 

escenario. En este instante "el nuevo nombre del país fue Estados Unidos de Colombia, 

pero los Estados recibieron poderes mucho más amplios que los que les confiere el modelo 

angloamericano [ ... ] Estos estados retuvieron todos los poderes que no se habían 

especificado como responsabilidades del gobierno centrar'21
• 

Por otra parte, desde el ámbito militar "Los Estados soberanos tenían derecho a armarse y 

quedaron libres para guerrear entre ellos y hacer la guerra al gobierno central, situación 

insólita[ ... ] Pero el gobierno de la unión no podía hacerla contra ellos ni intervenir en sus 

contiendas, por cuando el control del orden público quedó descentralizado"22
, con lo que se 

resalta la proliferación de tantos ejércitos, hecho que hacía muy difícil el control de estos 

19 lbid. P. 32 . 
20 lbid. 33 
2 1 BUSI-INELL, David. Op. cit. P. 173 
22 VALENCIA TOVAR, Álvaro. Op. , cit. P. 184 
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con respecto de su participación en la contiendas electorales del orden central, por lo que 

su manipulación era muy factible por parte de los candidatos en cada región. Se aprovechó 

por parte de algunos políticos el momento histórico para "retroceder el sufragio universal 

masculino, cuyos resultados no habían sido del todo satisfactorios desde el punto de vista 

liberal, y volvieron a imponer requisitos tales como el alfabetismo y las calificaciones 

económicas"23
. 

En suma la constitución de 1863 fue muy controversia! pero fue la que más duró antes de 

1886. Las elecciones dadas a lo largo de dicho periodo se caracterizaron igualmente que 

las anteriores, por tener un alto porcentaje de corrupción, "la elección de 1875 para suceder 

al presidente Santiago Pérez fue tachada de fraudulenta y parcializada. La contienda se 

desarrolla en forma violenta y los resultados llevan a la guerra civil"24
. En esta misma 

contienda: 

( ... )por primera vez una coniente de la opinión puso en entredicho el voto de la fuerza pública y 
llego al extremo de la violencia [ ... ] Se protesto a gritos contra el voto de la guardia y luego fue 
asaltado uno de los batallones con fatales consecuencias entre la tropa [ .. . ] La convocatoria a la 
abstención electoral de la Guardia Colombiana coincide con la falta de apoyo del presidente 
saliente.25 

Durante el primer gobierno de Rafael Núñez iniciado en 1879, se hacen algunas reformas a 

la manera de participación electoral de la Fuerza Pública: 

( ... ) por primera vez se habla de un doble carácter de la re lación ejército-elecciones: el derecho de 
sufragio de los soldados como ciudadanos y su deber en el mantenimiento del orden electoral. Con 
base en estos principio, el Ejecutivo reglamento la participación electora l del Ejército. La 
resolución concerniente prohibió a los miembros de la colectividad tomar parte en manifestaciones 
políticas. La baja seria la consecuencia de la infracción de la disposición . Según e l ministro de 
Guerra, Eliseo Payán, se demostró la subordinación del ejército a las instituciones democráticas 
por el hecho de que no hubo bajas como resultado de esa reglas si no retiros por convicción26

. 

Consecuentemente con la actitud de los Oficiales, se vivió un periodo de relativa calma 

electoraL y por ende de paz en todo el país y "las elecciones de 1881 se realizaron en forma 

23 BUSHNELL, David. Op., cit. P. 173 
2
.
1 PINZÓN DE LEWIN, Patricia. Op., cit. P. 34. 

25 lbíd. P. 35. 
26 lbíd. P. 44. 
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pacífica"27
. 

Seguidamente en las elecciones de 1881 salió elegido como presidente Francisco Javier 

Zaldúa, quien continuó realizando reformas para renovar el Ejército como muestra " ... la 

Ley 20 de 1882 sobre la Constitución de la Guardia Colombiana buscó la conformación de 

un ejército nuevo, que estuviera por encima de las pasiones políticas [ ... ] Tenía como 

propósito un mayor profesionalismo y un Ejército por encima de los partidos"28
. 

En 1884 se desata una nueva guerra civi 1 dentro del marco de las elecciones de este año 

para suceder al presidente. Este revés político y social "dio fin a la vigencia de la 

Constitución de 1863 , consolidó en el poder al movimiento de liberales independientes y 

conservadores de la Regeneración. En consecuencia, se expide la Constitución de 1886. 

Entre los propósitos de esta reforma figuraba la creación de un Ejército Nacional"29
. 

En el artículo 166 de esta nueva carta magna se establecen elementos esenciales que aún 

son vigentes en el tiempo presente, señalando que "La nación tendrá para su defensa un 

Ejército permanente [ ... ] La Fuerza Armada no es deliberante"30
, que en un significado 

muy puntual de esta ultima restricción se define como "Considerar atenta y detenidamente 

el pro y el contra de los motivos de una decisión, antes de adoptarla, y la razón o sinrazón 

de los votos antes de emitirlos "'3 1
, en esencia no controvertí r ni participar en contiendas 

políticas, para evitar el apasionamiento político que derivaba generalmente en conflictos 

civiles de orden nacional. 

A pesar de que la Constitución de 1886 y sus subsiguientes ajustes buscaban dar solidez a 

un reformado Estado Colombiano, las radicales y poco tolerantes ideologías partidistas 

contribuyeron junto con la maltrecha situación económica, a la gestación de "dos 

catástrofes separadas que golpearon a Colombia durante el cambio de siglo: la más 

27 lbíd. P. 45. 
28 lbíd . 
29 lbíd. 47. 
30 VALENCIA TOV 1\R, Álvaro. Op., cit. P. 221 
3 1 Real Academia Española. [En línea). Disponible en: 
http: //buscon.rac.es/draei/SrvltConsulta?TIPO BUS=J&LEMA=deliberar, [Citado el 3 de junio de 2011 ]. 
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sangrienta de sus guerras civiles y el desmembramiento de su territorio"32
. La guerra de los 

mil días entre 1899 y 1902, y la separación de Panamá, protagonizan w1 momento histórico 

culmen de las profundas diferencias políticas y sociales de w1 estado dividido sin 

percepción de país. 

1.3 UN NUEVO SIGLO, UNAS NUEVAS FUERZAS MILITARES 

Para 1907 se sucede una reforma militar de fondo, que profesionalizó decididamente el 

estamento militar "como una de las obras más positivas del gobierno de Rafael Reyes [ ... ] 

la creación de la Escuela Militar de Cadetes, la Escuela Naval y la Escuela Superior de 

Guerra"33
. De igual forma se organizan otras unidades militares "unidades especiales, la 

orientación legal del servicio militar y la integración de un 

profesionalizado en todos sus órdenes y actividades"34
. 

Ejército Nacional 

En adelante el Ejército dio muestras de abstenerse al momento de votar en elecciones 

oficiales a cargos públicos. En 1913 durante las elecciones para cuerpos legislativos "el 

Ministro de Guerra, José Manuel Arango, en su mensaje al Congreso hablaba de la 

abstención espontánea del Ejército en las recientes elecciones"35
. 

Para el mismo año se lleva al Congreso la primera iniciativa formal para limitar el voto 

militar, que en términos precisos buscaba eliminarlo : 

La iniciativa de origen liberal, presentada por el general Uribe Uribe con los senadores Delgado Y 
Díaz Granados, insistía en el carácter no deliberante de las Fuerzas Armadas. En cuanto al voto 
militar, el artículo 4°. del proyecto sentaba el principio de que los militares en servicio no deben 
votar. El planteamiento se desprendía del aniculo 168 de la Consti~ución, donde se establ~cí_a que 
'·la fuerza pública no es deliberante. Concluían: "Entonces, a los 1111embros de la fouerza p_ubl~ca se 
les está prohibiendo votar" . Para la comisión que Jo estudio, el precepto resultaba Jnconstttuctonal: 
la Carta otorgaba el derecho al sufragio a todos los ciudadanos sin excluir a nadie. 

En esa ocasión, el suprimir ese derecho democrático a los milit~res se tomo como un veto a l 
Ejército, como una pena por sus culpas anteriores contra el sufragio·'

6
. 

'
1 BUSIINELL. David. Op., cit. P. 205. 

:;:; VALr:NCIA TOBAR, Álvaro. Op .. cit. P. 330 
:;

4 lbíd. 
35 PINZÓN DE LEWIN , Patricia. Op. , cit. P. 64. 
·'

6 PINZÓN DE LEWIN, Patricia. Op., cit. P .. 66 . 
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En adelante el Ejército apoyaría el desarrollo de todo tipo de Comicios electorales, donde 

se argüiría su posición neutral y no deliberante, "la idea de la imparcialidad política del 

ejército resultaba nueva en ese entonces, pero se aceptó y fue adaptándose al nuevo estado 

de cosas [ ... ] Quizás por esta razón se postergo por muchos años una ley que prohibiera el 

uso del voto militar"37
• 

Entre tanto en 1916 el congreso se pronuncia sobre las elecciones sm prohibir el voto 

militar, pero haciendo algunas precisiones: 

Se expidió la ley 85, pero no se contempla la ley de Minorías ni la suspensión del voto del ejército. 
Sin embargo, la disposición exhorta en su articulo 256, a abandonar las presiones eleccionarias 
dentro del ejército. Se prohibieron las influencias e intrigas partidistas a través de los canales de 
mando de la institución. La norma constituía un paso hacia una imparcialidad 38

. 

La violación a dicha ley se penalizaba con multas " ... de$ 20.00. Si trataren directamente o 

por medio de otros jefes u oficiales de averiguar cómo o por quién van a votar sus 

subalternos con el objeto de coartarles el uso de su derecho pagaran una multa de $ 25,00 a 

$ 1 00,00"39
. 

Posteriormente en 1922 renace la polémica de prohibir el voto militar, en el marco de una 

crisis de esta institución "acusado de participar en las elecciones. Legítimamente podía 

hacerlo"40
, pero el liberalismo aboca cualquier argumento para sacar el voto militar de 

circulación. Se presentaron algunas revueltas en las unidades militares que obedecían más a 

la falta de oportuno pago. 

En 1925 surge nuevamente la iniciativa de suspender el voto a Jos militares ante el 

congreso: 

( ... )los senadores Antonio José Restrepo. Antonio Samper Uribe, Alejandro Galvis Galvis y Jose 
M. Saavcdra presentaron un nuevo proyecro de reforma electoral que recogía básicamente las 

37 !bid. P. 67. 
38 lb íd. p. 70. 
3

' ' ibid. P.71. 
~ 0 PINZÓN DE LEWIN , Patricia. Op. , cir. P. 80. 
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ideas presentadas en 1913. Entre sus puntos figuraban el voto obligatorio, la cedula, la 
independencia de las corporaciones electorales y la suspensión del sufragio para las fuerzas 
armadas. 

Al año siguiente, el senador Restrepo volvió a presentar la iniciativa. De nuevo, se argumento que 
la fuerza armada no era deliberante y se retomo el principio de suspensión del voto militar. , AI 
respecto, Hernán Montoya comento que el propósito era el de elevar el ejército a fuerza de servicio 
y defensa de la nación sin contar con los partidos. El proyecto también se empató. Todavía no era 
hora de oficializar la abstención del Ejército.4 1 

En los años subsiguientes existiría una relativa calma política y un impulso de sectores 

económicos como el del café, el banano y los textiles. Dentro de estos elementos se gestan 

y cogen carrera los movimientos obreros apoyados con las ideas rusas que se insertaban 

dentro de la clase trabajadora, motivando revueltas y de más formas de protesta: 

( ... )la huelga bananera de 1928 constituyó la explosión de años de creciente tensión laboral[ ... ] 
el Partido Socialista Revolucionario, fundado a mediados de la década del 20 [ ... ] se convertiría en 
el Partido Socialista Colombiano[ ... ] envió a la zona bananera a varias de sus figuras importantes 
para ayudar a la organización de los obreros [ . . . ] las cosas subieron de punto cuando el 6 de 
diciembre, en la población de Ciénaga, los so ldados dispararon contra la multitud.42 

Por su parte en 1925 el Ejército había recibido la misión adicional de controlar el orden 

público "el cuerpo armado no tenía no tenia facultades legales para intervenir en el orden 

público [ ... ] Un nuevo enemigo comienza a combatirse - las ideas revolucionarias de 

Rusia"43 
. 

Por otra parte en 1930 el partido conservador entrega el poder al liberal Enrique Olaya 

Herrera, ''Colombia es una de las pocas naciones latinoamericanas que no sufrió un cambio 

de gobierno revolucionario [ ... ] el gobierno conservador cayó en elecciones libres y 

transfirió pacíficamente el mando al nuevo presidente libcrar·44
. Para la época el ejército 

"se había convertido realmente en una fuerza pública nacional. Su profcsionalización era un 

hecho [ ... ] Ya no era más una fuerza al servicio de un gobierno de partido si no una fuerza 

armada al servicio de Colombia''45
. 

41 lbíd. P. 85. 
42 BUSHNELL, David. Op., cit. P. 244. 
43 PINZÓN DE LEWIN. Patricia. Op., cit. . P. 85 . 
41 BUSHNELL, David. Op .. cit. P. 249. 
45 PINZÓN DE LEWIN, Patricia. Op., cit. P. 97. 

1.7 



En este mtsmo año se retoma con nuevo impulso la iniciativa de prohibir el voto a los 

militares: 

El ministro de Guerra, General Agustín Morales Olaya, presentó al Congreso el proyecto de ley 
que limitaba el derecho al sufragio de los militares en servicio activo. Por fin , el congreso expidió 
la ley 72 de 1930, que prohibía el voto militar. Su artículo 1°. decía: 

"La Fuerza Armada no es deliberante. En consecuencia, los miembros del Ejército, da la Policía 
Nacional y de los cuerpos armados de carácter permanente, departamentales o municipales no 
pueden ejercer del sufragio mientras permanezcan en servicio activo". 

De esta manera, la nación propugnaba definitivamente al imparcialidad partidista del Ejército 
colombiano. Ahora existía un veto formal [ ... ] La ley 72 de 1930 le prohibió, además, la 
intervención en asuntos políticos [ ... ] el ejército respaldó la iniciativa del Ministro, como consta 
en el Memorial de los Oficiales más altos respaldada por todas las guarniciones del país. 46 

La ley, formalizó la decisión tomada tiempo atrás por parte del Ejército, de no involucrarse 

en contiendas políticas, menos en las partidistas y enfocarse en su profesionalización. 

Así mismo "la nación propugnaba definitivamente la imparcialidad partidista del ejército 

colombiano [ ... ] aunque apoyada por muchos, la medida no fue bien recibida en algunos 

sectores. El procurador protagonizó un debate en el Congreso [ ... ] la expedición de la ley 

sólo institucionalizó una actitud de hecho"47 y que al encontrar eco dentro de los mismo 

militares, les dio la oportunidad de demostrar su crecimiento institucional, profesionalismo 

y deseo profundo de apartarse de los partidos políticos. 

Al mismo tiempo los nuevos retos para esta fuerza militar estaban a la vuelta de la esquina. 

Los años 30 no dejaron de caracterizarse por los conflictos políticos entre partidos. a lo que 

se sumó un conflicto militar con el Perú en la frontera. Renace la aviación militar con más 

fuerza y se recupera en gran patie el terreno invadido por un ejército no respaldado por el 

gobierno central del Perú. 

Durante los álgidos acontecimientos internacionales que ocurrían en Europa y el PJ.cifico, 

46 1bíd. P. 101 
47 PINZÓN DE LEWIN , Patricia. Op .. cit.. P. 10 l. 
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al interior del país los antagonismos políticos suscitaron una golpe de estado por parte de 

algunos oficiales del Ejército el 1 O de julio de 1944 en la ciudad de Pasto: 

Ese día el presidente de la Republica fue detenido por militares a las 5:30a.m. En ese momento se 
creó un vacío de poder que solo fue llenado por el primer designado, el doctor Darío Echandia a las 
10:30 de la maí'íana, previa autorización del Consejo de Estado que se dio a las 10: 15 a.m. [ ... ] un 
golpe militar ejecutado por tropas al mando del coronel Diogenes Gil Mojica contra la institución 
presidencial y la personal del primer mandatario; que el golpe militar fracaso, es un hecho, por 
cuanto no logró consolidarse.48 

Sin señalarse como consecuencia directa del fallido golpe de estado, la ley que negaba el 

derecho al voto militar, el 16 de febrero de 1945 fue elevada a "precepto constitucional, 

introduciéndolo precisamente, en el Articulo 168 que prescribe que la fuerza armada no es 

deliberante"49
. 

En adelante, cualquier intento de reversar la prohibición del sufragio a los militares tendría 

que desarrollarse dentro de los procedimientos establecidos para reformar la constitución, 

gestión no por demás difícil y llena de muchos artilugios políticos, fuera del alcance de la 

institución castrense. 

Las constantes vicisitudes sociales y políticas irracionales propias de un país falto de todo 

tipo de madurez y desarrollo social, derivaron en una violencia política sin cuartel, que tuvo 

como opción de solución el ascenso del General Rojas Pinilla a la presidencia en 1953,por 

iniciativa de los partidos. 

Posteriormente en 1958 se reanudan las elecciones populares con el surgimiento del Frente 

Nacional y el Ejército retoma su labor constitucional sin mayores miramientos, siempre fiel 

a la democracia. 

Más tarde, en el año de 1991 cuando se da mtciO a la elaboración de una nueva carta 

48 CORONEL ALMARIO VIEDA, Gentil. Colombia y el Ejercito. Bogotá. Univers idad Militar Nueva 
Granada. 20 1 O. P. 133. 
~9 VALENCIA TOVAR , Álvaro. El Voto Para los Militares. [En linea]. Disponible en: 
http ://www.eltiempo.com/archivo/documento/ MAM-60695. [Citado el 30 de mayo de 2011 ]. 
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magna, se tocan con especial timidez y poco debate público el tema de reintegrar el derecho 

al voto a los militares. En este sentido el General Álvaro Valencia Tovar expresa para la 

época: 

( ... )se habla con asistente frecuencia sobre la conveniencia de que el militar recupere el derecho 
al voto. Se aduce que muchos ejércitos de mundo lo tienen establecido, sin que por ello la fuerza 
pública sea deliberante. Tal el caso, por ejemplo, de Inglaterra y los Estados Unidos. Pero es que 
nosotros no somos anglosajones si no indo ibéricos, y es para nuestro pueblo con su idiosincrasia, 
sus costumbres y vicios políticos, su ardentía partidista como se debe legislar, a la luz de 
experiencias eleccionarias [ ... ] Otorgar el voto a los militares lleva implícito riesgos que la 
republica no debe correr, ni las Fuerzas Armadas aceptar [ .. . ] La vida cuartelaría no ofrece 
muchas oportunidades para ilustrarse sobre el acontecer político [ ... ] En un país intensamente 
politizado como el nuestro, levantar la prohibición constitucional de votar mientras se permanezca 
en las filas abriría la compuerta para que la política de partido invadiera loa cuarteles [ ... ] La 
deliberación se introduciría inevitablemente a los cuerpos armados, con resultados tan nocivos 
como innecesarios50

. 

Al mismo tiempo el General Miguel Maza Marques de la Policía Nacional y director para 

la época del DAS, se pronunció al respecto de forma privada: " ... expuso sus argumentos 

sobre la eventualidad de hacer extensivo el derecho al voto a los militares en servicio activo 

a través de un documento que envió a Antonio Navarro miembro de la subcomisión de 

Fuerza Pública, con el carácter de proyecto del DAS''51
. A lo que el gobierno de turno se 

distanció: 

El mini stro de Gobierno, Humbe1to de la Calle, dijo que no se trata de una propuesta oficial del 
Gobierno, sino tan so lo una propuesta personal, privada, del general Maza Márquez a un 
constituyente [ ... ]El Gobierno continúa firme en su iniciativa de que las Fuerzas Armadas no 
tengan derecho al voto ni sean deliberante52

. 

El Ministro de Defensa se pronunció igualmente en contra de la iniciativa: 

( ... )el general Osear Botero Restrepo, ministro de la Defensa , opinó en el mismo sentido de su 
colega de Gobierno: Creemos que a los militares y a la fuerza pública no se debe dar el derecho al 
voto porque consideramos inconveniente mezclar el factor político dentro de la institución. Creo 
que ésta cumple una función muy positiva dentro del país, y es neutral ante las luchas partidistas. 
Algunos argumentan que el derecho al voto no involucra directamente a la persona en la lucha 

50 VALENCIA TOVAR, Álvaro. Op., cit. 
51 VALLUE, Nul. Voto Para Los .Militares No Tiene Respaldo Del Gobierno. [En línea]. Disponible en: 
http ://www.eltiempo.com/arch ivo/documcnto/ MA M-70593, [Citado el 1 dC' junio de 20 1 1 ]. 
52 lbíd. 
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partidista, pero de todas maneras nosotros vemos con cierta prevención que ese ingrediente 
político entre a las Fuerzas Armadas53

• 

De la misma forma algunos constituyentes se pronunciaron al respecto coincidiendo con la 

percepción general de la época: 

La posibilidad del voto para los militares fue rechazada por algunos constituyentes como Horacio 
Serpa, presidente de la Asamblea. En una situación diferente a la que hoy vive el país, tal vez fuera 
viable una propuesta como la que hizo el general Maza, que sin duda despierta mucho interés. 
Creo que entre tener el derecho al voto y pasar a ser deliberante hay un camino muy estrecho que 
por el momento no debe ser objeto de tratamiento. Por ese motivo considero que lo viable es 
mantener la situación actual de los militares, dijo . En igual sentido se pronunció su colega liberal 
Fernando Carrillo54

. 

Finalmente esta visión se impuso en Asamblea Nacional Constituyente y se plasmó tal cual 

como venía de la Constitución de 1886. Las Fuerzas Militares fueron un tema que se 

abordó con especial cuidado por la Asamblea Nacional Constituyente, en función de poder 

fortalecerlas y modernizarlas, para que atendieran de mejor forma las modalidades de 

violencia que se estaban presentando en el momento histórico del país. 

La institución castrense se ratificó con el deseo noble de ser fiel a la democracia, las 

instituciones gubernamentales, el orden interno y la integridad territorial, apartándose 

nuevamente del escenario partidista, dejándolo a merced del criterio del ejecutivo de turno, 

a tal punto de no atreverse a controvertir gobiernos muy cuestionados en su legitimidad. Es 

posible que de lo anterior, se pueda inferir, que Colombia se debe a la grandeza de sus 

Fuerzas Militares. 

53 lbíd. 
54 lbíd. 
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2. CONCLUSIONES 

• La evolución política de Colombia durante el siglo XIX, afectó directamente al 

Ejército, el cual estaba inmerso en las contiendas beligerantes de la época. 

• La violencia partidista no fue ajena al Ejército, y menos a aquel, que se inició con 

los próceres de la independencia, víctima de intereses y manipulaciones de los 

caudillos de turno. La clase política nacional desde los inicios de la república, 

siempre tuvo claro que el ejército d~ería ser controlado en función de sus intereses, 

en especial , en la conciencia beligerante de la época que se imponía para construir 

el país después de sus guerras independentistas. 

• De donde sigue que, las condiciones de inestabilidad del orden público obligan a 

que el Ejército intervenga para dar las garantías pertinentes a los procesos 

electorales, por mandato del ejecutivo. Ser juez y parte de estos eventos 

democráticos, le suscitó demasiados problemas de control sobre las unidades 

militares en el territorio nacional en lo que respecta a revueltas generadas por 

sentimientos políticos locales. 

• Por su parte, las Fuerzas Militares fueron creciendo y madurando 

significativamente, para que ellas mismas pudieran definir su lugar dentro del 

Estado, y el papel que les correspondía como garantes de la democracia y sus 

instituciones. 

• De esta manera, después de mucho tiempo el Ejército dio la tranquilidad al país, del 

debido desarrollo de los comicios electorales, seguros y legítimos. 

• En contraste, se arguye a la complejidad política que siempre ha caracterizado al 

país, el no volver a contemplar la posibilidad de reintegrar a los militares su derecho 

legítimo como ciudadanos a participar del sufragio electoral. No se pone en la 
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balanza el alto desarrollo profesional de la institución castrense al igual del 

desarrollo del país en este sentido. 

• Son otros los tiempos que transcurren en el siglo XXI, donde el conocimiento, la 

ciencia y la tecnología, son las características de la Fuerza Pública de hoy, más 

consciente de su misión y apoyo a la democracia Colombiana. En el mismo sentido, 

las Fuerzas Militares Colombianas son un ejemplo de lealtad a la democracia 

nacional en América, región del mundo donde todos Estados con excepción de 

Honduras, Republica Dominicana y Colombia, han reconocido el derecho a votar de 

los militares en actividad. 

• De igual forma, el modelo que se ha adoptado en el continente, puede ser tomado 

como ejemplo y guía para que se pueda aplicar en Colombia, y trascender hacia la 

participación de los militares activos mediante el voto, sin recaer en los errores de 

deliberancia ocurridos en el pasado. 
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CARÁCTER NO DELIBERANTE DE LOS MIEMBROS DE LA FUERZA 
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RESUMEN 

El propósito de este capítulo es analizar de manera contextualizada la restricción de los 

derechos políticos de los miembros de la fuerza pública en Colombia, y de manera 

particular la prohibición de deliberar, a partir de su comprensión como un derecho humano, 

lo que permite avanzar en la evaluación de las razones en que se sustenta la prohibición, y 

de forma sumaria en revisar los efectos que la misma tiene sobre el sistema democrático 

colombiano, de modo tal que se entreguen elementos de debate sobre una posible reforma 

constitucional que devuelva cuando menos, el derecho al sufragio al importante número de 

ciudadanos a quienes en la actualidad se les priva del mismo por razón de su profesión. 

Palabras Clave: Fuerza Pública, Derechos Políticos, Deliberación, Sufragio, Democracia. 
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INTRODUCCIÓN 

El objetivo de este capítulo de la investigación es analizar desde la óptica del ordenamiento 

jurídico, la restricción constitucional del derecho al sufragio activo de los miembros de la 

Fuerza Pública en Colombia, a fin de identificar los aspectos que la delimitan, las razones 

de conveniencia que la sustentan y hacer predicciones sobre su evolución. 

En el contexto actual, resulta cotidiano o carente de interés, señalar que la Fuerza Pública 

no es deliberante y más aún, que por restricción de carácter constitucional, contenida en el 

artículo 219, tiene vedado el ejercicio del derecho (pese a señalar la norma que se trata de 

lafunción) del sufragio, mientras permanezcan en servicio activo. 

Prueba de ello, es que el tema de la limitación de algunos de los derechos políticos a una 

colectividad como la que componen los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional, no fue de aquellos en que se presenciarán álgidos, argumentados y complejos 

debates que incluyeran el insoslayable examen de la necesidad, proporcionalidad y 

legalidad, por citar solo algunos de los criterios, que debía preceder la votación de una 

medida de tal trascendencia, que privaba a más de 500.000 colombianos de la esencia 

aristotélica de animales políticos, connatural a todos los asociados de un Estado. 

Por el contrario, y pese a haberse considerado en algún momento durante las sesiones de la 

Asamblea Nacional Constituyente de 1991 , la omisión de tal cortapisa, finalmente la 

votación en bloque del artículo citado, tras un escaso ejercicio dialéctico, limitado a la 

denominación del tipo de debates en que no debían intervenir, esto es, políticos o 

partidistas, fue el sello con que el poder constituyente ejerció la majestad soberana de que 

está investido, para el caso, quizá de espaldas a algunos límites que implícitamente debió 

respetar. 
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El análisis se centra en una revisión jurídica a la restricción Constitucional del derecho al 

sufragio activo de los miembros de la Fuerza Pública en Colombia, la cual partirá de las 

restricciones posibles a los derechos políticos, consagradas en diversos instrumentos 

internacionales de que es signatario el Estado Colombiano, tales como la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

y la Convención Americana sobre Derechos Humanos; ahondará en un estudio de su 

génesis histórica y un ejercicio de verificación de derecho comparado para escudriñar cómo 

se aborda el tema en otras latitudes y con qué consecuencias. 

Lo precedente impone acercarse igualmente a las razones en que se fundamenta la reserva, 

y de paso, di-sertar sobre los aspectos, principalmente de orden político, que pudieron 

justificarla en su momento; luego, implica hacer una valoración del estado actual de la 

Fuerza Pública, desde el punto de vista de la implicación que para la democracia 

colombiana podría acarrear la proscripción de la mentada limitación, en últimas probar o no 

su bondad. 

Los elementos de análisis permitirán que como conclusión de este trabajo de Fuerza, pueda 

tenerse no sólo una comprensión pormenorizada de la restricción de los derechos políticos 

de los miembros de la Fuerza Pública en Colombia, sino además una postura desde la 

juridicidad sobre la conveniencia e inconveniencia de mantenerla, así como algunas 

aproximaciones a su posible evolución en el ordenamiento constitucional nacional. 
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2.1 DERECHOS POLÍTICOS 

2.1.1 Naturaleza y Concepto 

Referirse a los orígenes de los derechos politicos y su evolución, implica retrotraerse a los 

albores mismos de la democracia, concepto este cuyo significado, alcance y perspectivas 

son objeto de peretmes discusiones que se remontan incluso a la antigüedad. Fue Aristóteles 

quien elaborando una tipología sobre las diversas formas de gobierno, incluyó a la 

democracia como un modo pervertido de la república55
; con antelación a éste, Pericles en el 

año 431 a.C. , la caracterizó a partir de sus notas definitorias como: 

Se denomina democracia a nuestra Constitución porque no está en manos de unos pocos, sino de 
muchos. Pero nuestras leyes garantizan igual justicia para todos en sus disputas privadas y nuestra 
opinión pública acoge y honra el talento en toda rama del progreso [ ... ] sólo en función de la 
excelencia [ ... ] Nuestros ciudadanos atienden sus obligaciones públicas y privadas y no permiten 
que la absorción en sus diversos asuntos interfiera en su conocimiento de los de la ciudad [ ... ] 
Decidimos y debatimos, con cuidado y personalmente, todos los asuntos políticos, considerando 
que[ ... ] todos los actos están condenados al fracaso cuando se acometen sin discutirse56

. 

Tomando como ejemplo tales concepciones, pueden citarse hasta hoy múltiples miradas 

con diversos niveles de complejidad57
, sin embargo existe meridiano consenso en una 

interpretación, que si bien no omnicomprensiva del término, por lo menos si es 

55 ALFREDO CRUZ PRADOS. Política de Aristóteles y democracia (11). [En línea], Servicio de 
Publicaciones Universidad de Navarra. [Navarra, España], 2007 . [citado 3 1 may. 2011] Disponible en: 
[http:/ldspace .unav.es/dspace/bitstream/ 1 O 171 /2311 / 1/0 1.%20ALFRED0%20CRUZ%20PRADOS.%20La% 
20Poi%C3%ADtica%20de%20Arist%C3%B3teles%20y%201a%20Democracia%20(11).pdfJ 
56Cit. MACRIDIS ROY C. , y MARK L HULLIUNG. las ideologías políticas contemporáneas, Madrid , 
Alianza, 1998, pp. 37. Traducción diferente se atribuye a Tucidides: FRANCISCO GONZALEZ FAJARDO. 
El rapto de F.uropa: La Constitución, [En línea] Cuadernos de cc.ee, no 50-51 , 2006, pp. 143 a 150. [citado 29 
may. 20 JI] Disponible en: [http://externos.uma.es/cuadernos/pdfs/pdf617.pd0 
57 " La idea estructural del Estado Constitucional Democrático es el concepto de discurso" . ... "en el estado 
constitucional democrático, el poder se ejerce y el derecho se origina de manera discursiva, o. como sostiene 
Nino, deliberativa.(8). Esto quiere decir que en este tipo de Estado se presupone que el soberarano y los 
subditos son en realidad interlocutores que actuan mutuamente dirigidos al entendiemiento, con e l fin de 
responder la pregunta practica por excelencia: ¿Qué debe hacerse? CARLOS BERNAL PULIDO. El 
Derecho de los Derechos. Escritos sobre la aplicación de los Derechos Fundamentales, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2005, pp. 334- 335 
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representativa de la aprehensión que el colectivo hace de ella, entendiéndola como una 

forma de gobierno58
: Gobierno del Pueblo para el Pueblo. 

En gracia de discusión, sería dable afirmar que estas seis palabras tendrían la virtualidad de 

zanj ar las controversias en la materia, s in embargo, propician una polémica quizá mayor, 

respecto de ¿quiénes conforman el pueblo?, ¿quiénes están excluidos de esa condición? y 

por tanto, ¿quiénes están marginados del gobierno?59
; es en este preciso punto, donde la 

historia de la democracia se entrelaza con la de los derechos políticos, también 

denominados derechos de participación política60
. 

Esta estrecha correlación lleva a que algunos como Verdú61 afinquen el real avance de la 

democracia en el presente, en su capacidad de lograr el máximo de participación de todo el 

pueblo en las decisiones políticas comunes, esto es, en la inclusión y el reconocimiento del 

mayor número de miembros de una comunidad organizada en torno a un Estado, claro está, 

si n que ello proscriba de plano la posibilidad de algunas exclusiones legítimas por razones 

de capacidad, como más adelante se retomará. 

En la m1sma línea, otros como Concha Malo62
, proponen que la medición de mayor o 

menor nivel de democracia en una sociedad, esté fundada en la superior o inferior 

58 Forma de gobierno que se contrapone a la autocrac ia o dictadura. IVAN VI LA CASADO. Fundamentos de 
derecho constitucional contemporáneo, Bogotá, Legis, 2007, pp. 42·1. 
59 Pablo Lucas Yerdú propone una respuesta a este interrogante en los s iguientes términos: " ... en nuestro 
nivel histórico, tanto en Occidente como en Oriente, no existe forma política alguna en la cual todo el puehlo 
ejer::.a realmente el poder político. Si admitimos esto, resulta que la democracia, tanto en e l mundo 
demoliberal, asentado sobre estructuras predominantemente neocapitalistas, como en el campo soc iali sta, que 
descansa sobre bases predominantemente colectivistas, no se rea liza plenamente". PABLO LUCAS VERDÚ, 
PABLO LUCAS MURILLO DE LA CUEVA, Manual de derecho político. Introducción y teoría del estado, 
Madrid , Edi to ri a l Tecnos S.A, 1990, pp. 288 . 
60 MANUEL ARAGON. "Derecho electoral: sufragio activo y pasivo··, en Tratado de Derecho Electo ra l 
Comparado de América Latina, DIETER NOHLEN, SONIA PICADO, DANI EL ZOVATTO. 
(Compi ladores), México, Universidad de Heide lberg, Tribunal Electoral del Poder Judicia l de la Federación 
de México, Inst ituto Federal Electora l de México, Fondo de Cultura Económica de Méx ico, Primera Ed ición, 
1998, pp. 178. 

ú l ' . VERDU. Ob. Cit., pp. 289 
62 M IGUEL CONC HA MALO (Coordinado r). Los derechos políticos como derechos humanos. Méx ico. 
UNAM, 1994, pp. 23 
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intervención significativa de la población entera en los asuntos que les conciernen. Estas 

afirmaciones ponen de relieve la íntima correspondencia a que se ha aludido. 

Ahora bien, antes de afrontar la cuestión capital de este estudio, relativa a la connotación de 

los derechos políticos como derechos humanos, es aconsejable ocuparse de las definiciones 

construidas desde la doctrina, destacando por su especial consistencia, la aportación de 

Picado, para quien los derechos políticos son "aquel grupo de atributos de la persona que 

hacen efectiva su participación como ciudadano de un determinado estado "63
. 

En el mismo sentido, González Hernández, en su diccionario electoral, los define como 

"condiciones jurídico políticas esenciales que posibilitan la realización material de todos 

los derechos públicos subjetivos"6
-l y Pérez Luño, refiere sobre ellos "Son un conjunto de 

facultades e instituciones que, en cada momento histórico, concretan las exigencias de la 

dignidad, la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente 

por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional e intemacional"65
. 

A su turno el Diccionario de Derecho E lectoral del Centro Interamericano de Derechos 

Humanos señala que " los derechos políticos se configuran como forma de participación de 

los individuos, bien subjetiva o colectivamente, en los procesos de formación de la 

voluntad estatal. Aparecen por tanto, como derechos funcionales (de participación y 

autonomía) que se reivindican frente al gobierno. Poseen carácter negativo y a través de su 

ejercicio se procura influir, direc:ta o indirectamente en las decisiones del pode1: ( ... )". 66 

Como se ve, las heterogéneas conceptualizaciones comparten elementos comunes que están 

asociados a lo que Solozábal delimitó, desde el derecho natural , como aquel núcleo básico, 

63 SONIA PICADO. " Derechos Políticos como Derechos Humanos" en MIGUEL CONCHA MALO 
(Coordinador), Los derechos políticos como derechos humanos. México, UNAM, 1994, pp. 48. 
64 Cit. CONCHA MALO. Ob. Cit., pp. 19. 
65 ANTON I EN RUQUE PEREZ LUÑO (et al). Los derechos humanos: significación, estatuto jurídico y 
sistema, Sevilla, Publicaciones de la Universidad de Sevilla, 1979, pp. 43. 
66 INSTITUTO INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS. Diccionario electoral, San José, 
CAPEL, 1989. 
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ineludible e irrenunciable del estatus jurídico del individuo67
, o lo que es lo mismo a los 

derechos humanos, y dentro de estos, a los derechos fundamentales68 sin cuyo 

reconocimiento toda la estructura del Estado carecería de sustento69
, y ello es así, porque su 

práctica cumple un papel legitimador que se materializa a partir de la incorporación de los 

individuos en la estructura política70
, paráfrasis ésta que informa el tratamiento reciente del 

tema en la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 

Los derechos políticos son derechos humanos de importancia fundamental dentro del sistema 
interamericano que se relacionan estrechamente con otros derechos consagrados en la Convención 
Americana como la libertad de expresión, la libertad de reunión y la libertad de asociación y que, 
en conjunto, hacen posible el juego democrático. Los derechos políticos consagrados en la 
Convención Americana, así como en diversos instrumentos internacionales propician el 
fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político71

. 

Otros autores como Cuadra, Malo y Picasso, de qutenes se ha expresado en las líneas 

precedentes, atribuyen como elementos de esta naturaleza de los derechos políticos (como 

derechos humanos), tanto su progrestva constitucionalización, así como su 

internacionalización; sin embargo, existe un rasgo de estos últimos, que si bien en principio 

resulta igualmente prcdicable72
, una lectura minuciosa permitiría afirmar que no cumple a 

cabalidad, y que por tanto, los haría una categoría especial: nos referimos al criterio de 

universalidad, connatural a la concepción misma del derecho humano. 

Específica atención merece para los fines de este escrito, aludir al sufragio, entendido esté 

desde la dimensión política - filosófica del derecho de voto y desde su talante particular 

como expresión propia de los sistemas democráticos, donde, radicando la soberanía en el 

pueblo, es aquel una de los heiTamientas más eficaces para expresar dicho poder y en 

67 JUAN SOLOZABAL ECHA V ARRÍA. "Algunas cuestiones básicas de la teoría de los derechos 
fundamentales". En: Revista de estudios políticos, No. 71, Madrid. 1991, pp. 88. 
68 Omar Joaquín BARRETO SUÁREZ. Derecho electoral colombiano: la actuación administrativa, Bogotá, 
Universidad del Rosario, pp. 40 
69 !-lECTOR CUADRA. ·'Los derechos políticos como derechos fundamentales en su dimensión 
internacional" en MIGUEL CONCHA MALO (Coordinador), Los derechos políticos como derechos 
humanos. México, UNAM , 1994, pp. 40. 
70 PICADO, Ob. Cit., pp. 51 
7 1 CORTE INTERAMICARANA DE DERECHOS IIUMANOS. Caso Castañeda Gutman vs. Estados Unidos 
Mexicanos, Sentencia 6 de agosto de 2008. 
72 GREGORIO PECES - BARBA MARTINEZ. Derechos Sociales y Positivismo Jurídico: Escritos de 
Fi!osojla Política _1 · Jurídica, Mad rid , Librería Editorial Dykinson, pp. 133 
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consecuencia, para legitimar73 su manifestación mediante la representación74
; ello, sm 

entrar en la discusión en torno a la caracterización del mismo como derecho o función, 

polémica que resulta irrelevante en este momento. 

Pérez Serrano lo define como " una operación administrativa por su forma y procedimiento, 

mediante la cual se designa a quienes hayan de ocupar determinados cargos públicos, se 

manifiesta el criterio de Cuerpo electoral con respecto a una medida propuesta, o se expresa 

la opinión de los ciudadanos con voto en un cierto momento con respecto a la política 

nacional" 75
. 

En el mismo sentido: 

El sufragio es la base de la organización del poder en el Estado. Consiste en el derecho político 
que tienen los miembros del pueblo, del Estado de participar en el Poder como electores y 
elegidos, es decir, el derecho a formar parte del cuerpo electoral y, a través de éste, en la 
organización del Poder. En este sentido, su contenido no se agota con la designación de los 
representantes sino que comprende los procesos de participación gubernamental, propios de las 
formas semidirectas de democracia, que consagran la intervención del cuerpo electoral en la 
formulación de las deci s iones políticas, jurídicas y administrativas del poder en el Estado 76

. 

Se está entonces en presencia de un mecanismo que posibilita la realización material de la 

comprensión del ciudadano como sujeto político, mediante la manifestación de su voluntad 

bien a través de la acción misma de votar, bien por intermedio de la abstención de la 

concurrencia a las votaciones. 

Es comúnmente aceptada la distinción entre el sufragio activo y el pastvo, percibido el 

primero de ellos, esto es, el activo como el "derecho individual de voto de cada uno de los 

7
' VERDÚ. Ob. Cit., pp. 235 

74 MANUEL ARAGON. ·'Derecho de sufragio: princtpto y función", en Tratado de Derecho Electoral 
Comparado de América Latina, DIETER NOHLEN, SONIA PICADO, DANIEL ZOYATTO. 
(Comp iladores), México, Universidad de Heidelberg, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
de México, Instituto Federal Electoral de México, Fondo de Cultura Económica de México, Primera Edición, 
1998,pp. 162a 163. 
75 NICOLÁS PEREZ SERRANO. Tratado Je Derecho Político, Madrid. Editorial Civitas. S.A .. 11 ed , 1984, 
pp.337 
76 CARLOS E. FA YT. Sufragio_,. representación política (1·istemas electorales), Buenos Aires, Bibliográfica 
Omeba, i 963, pp. 7. 
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ciudadanos que tienen capacidad para participar en la elección, o más exactamente, en 

cualquiera de las votaciones públicas que se celebren"77
, por tanto, se trata del derecho, 

incluso, en algunas legislaciones, el deber, a elegir, a escoger ya sea entre varios candidatos 

a corporaciones públicas o cargos ejecutivos, entre opciones de medidas legislativas o 

constitucionales, o en general de decisiones de carácter público, y que es conferido, en 

principio a todos los ciudadanos sin lugar a discriminaciones, aunque, como se verá más 

adelante, existen limitaciones de orden constitucional y legal. 

De igual forma, el derecho al sufragio pasivo, viene a completar la dimensión política de la 

participación, por cuanto si su carácter activo se compone de esa facultad de emitir una 

determinada preferencia, su correlato es la de ser sujeto de dicha preferencia, esto es, de ser 

el elegido, así, es la prerrogativa que posibilita a los ciudadanos presentarse como 

candidatos, ser elegidos y acceder a los cargos públicos78
; se anticipa, que los requisitos 

para ejercer este derecho, no necesariamente coinciden con los que reclama el 

ordenamiento jurídico para el sufragio activo, ello, entre otras, por la trascendencia que 

tiene ser depositario de la confianza popular y obtener el poder para materializarla a través 

de los diferentes medios previstos en las normas que regulan al Estado. 

Para Vanegas, "el contenido esencial del derecho al sufragio pasivo consiste en asegurar 

que los ciudadanos puedan ser presentados como candidatos y elegidos en los cargos de 

elección popular, siempre que hayan obtenido el respaldo del electorado "79
. 

Como puede colegirse, los derechos políticos son derechos angulares para el desarrollo de 

una comunidad políticamente organizada a partir de principios democráticos, de ello, que 

como se verá en el siguiente son objeto de regulación en múltiples instrumentos de derecho 

público internacional. 

77 MANUEL ARAGON. "Derecho electoral: sufragio activo y pasivo·', cit .. pp.162 al63 
77 PEREZ SERRANO. Ob. Cit., pp. 180 
78 PEDRO PABLO VAN EGAS G 1 L. Las candidaturas en el derecho electoral colombiano. Bogotá, 
Universidad Externado ele Colombia, 2009, pp. 34. 
79 lbíd. Loe. cit., pp. 54. 
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2.1.2. Los derechos políticos y los instrumentos de derecho público internacional 

La progresiva incorporación de los Derechos de Pmticipación Política en los documentos 

jurídicos internacionales sobre derechos humanos, inicia precisamente en Colombia con su 

positivización en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre que 

concluyó el 2 de mayo de 1948 en Bogotá, en la que se consagraron los Derechos de 

sufragio y participación en el gobierno, de reunión y de asociación80
. 

Del m1smo modo, en este instrumento se incorpora el concepto de deberes políticos, que 

atribuye obligaciones específicas en torno a la participación en la constitución de la 

estructura política del Estado81
. 

Siete meses después en París tuvo lugar la proclamación de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos por parte de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en donde se 

amplía el catálogo de Derechos Políticos, extendiéndolos a los derechos de participación, al 

acceso a las funciones públicas, y al sufragio universal , igualitario, secreto y libre82
. 

80 Artículo ;o:: Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su 
país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán 
de voto secreto, genuinas, periódicas y libres. 
Artículo XXI. Toda persona tiene el derecho de reunirse pacíficamente con otras, en manifestación pública o 
en asamblea transitoria, en relación con sus intereses comunes de cualquier .índole. 
Artículo XXII. Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, e¡ercer y proteger sus 
intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de 
cualquier otro orden. 
81 Artículo XXXII. -Toda persona tiene el deber de votar en las elecciones populares del país de que sea 
nacional, cuando esté legalme111e capacitada pura ello. 
82 Artículo 20. 
l . Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 
2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 
Artículo 21. 
l . Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de 
representantes libremente escogidos. 
:!. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad. a lasfimciones públicas de su país. 
3. La l'Oiuntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta ro/untad se expresará median!<! 
elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por St!fi·agio universal e igual y por 1'0/0 

secreto 11 otro procedimiento equiralente que garantice la libertad del voto. 
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Particular relieve tiene la com1otación dada por la Organización de las Naciones Unidas a la 

voluntad del pueblo, en cuanto reconoce que es el basamento del poder público, al 

circw1scribir la manifestación de dicha voluntad a su expresión a través de la vigencia de 

los derechos políticos representados en el más significativo de ellos: el sufragio universal. 

Posteriormente, el 4 de noviembre de 1950 en Roma, los gobiernos miembros del Consejo 

de Europa promulgaron el Convenio para la protección de los derechos y de las libertades 

fundamentales, en donde se contempló la libertad de reunión y asociación, y de manera 

inéd ita se señaló expresamente la posibilidad de los gobiernos de imponer restricciones a la 

actividad política de los extranjeros83
. 

Dos años después, se suscribió en París el Protocolo Adicional al Convenio para la 

Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, en donde se 

estableció la obligación activa del Estado de garantizar el derecho a la participación 

mediante la disposición de las medidas que propicien su empleo84
. 

Nótese que no se preceptúo el derecho subjetivo a la participación smo que el mismo se 

reconoce vía el deber de garantía del mismo atribuido a los Estados. 

Especial relevancia tiene el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado y 

abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su Resolución 2200 

83 Artículo 11. Libert_ad de reunión y de asociación. 
l . Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacifica y a la libertad de asociación, incluido el 
derecho de fimdar con otros sindicatos y de afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses. 
2. El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones que aquellas que, previstas por la 
Ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional. la seguridad 
pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la 
pr01ección de los derechos y libertades ajenos. El presente artículo no prohíbe que se impongan restricciones 
legítimas al ejercicio de estos derechos para los miembros de las Fuer::as Armadas, de la Policía o de la 
Administración del Estado. 
Artículo 16. Restricciones a la acth·idad política de los extranjeros. 
Ninguna de las disposiciones de los artículos 10, 11 y 1-1 podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe 
a lus Altas Partes Contratantes imponer restricciones a la actividad política de los extranjeros. 
84 Artículo 3. Derecho a elecciones libres. 
Las Altas Partes Contratantes se Comprometen a organi::ar. a intervalos ra::onahles. elecciones libres con 
escrutinio secreto, en condiciones que garanticen la libre e.:rpresión de la opinión del pueblo en la elecr.:i,ín 
del cuerpo legislatil'o. 
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A (XXI) del 16 de diciembre de 1966, por cuanto establece el limite a la restricción de los 

derechos en ella contenidos, entre ellos los de reunión pacífica, asociación, participación en 

asuntos públicos y el sufragio universal, en el sentido de proscribir cualquier 

discriminación con base en distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión , opinión 

política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 

cualquier otra condición social85
. 

En la mtsma línea se convmo en la Conferencia Especializada Interamericana sobre 

derechos humanos que tuvo lugar en 22 de noviembre de 1969 en Costa Rica, el texto de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en donde de manera particular se 

circunscribió la limitación de derechos políticos a razones de edad, nacionalidad, 

residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, 

en proceso penal, lo que destaca su carácter principalísimo para la efectividad del principio 

85 Artículo 2 
l. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pucto se compromete a respetar y a garanti::ar a todos los 
indiriduos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
presente Pacto, sin distinción alguna de ra::a, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Artículo 21 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas 
o los derechos y libertades de los demás. 
Artículo 22 
l. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a júndar sindicatos y 
afiliarse a ellos para la protección de sus intereses. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del 
orden público, o para proteger la salud o la morál públicas o los derechos y libertades de /os demás. El 
presente artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se 
trate de miembros de las júer::as armadas y de la policía. 
J. Ninguna disposición de este artículo autori::a a los Estados Partes en el Convenio de la Organización 
Internacional del Trabajo de 19-18. relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación, a adoptar medidas legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar 
la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías. 
Artículo 25 
Todos los ciudadanos go::arán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin 
restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) Participar en la direcc.:ión de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente 
elegidos; 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, rea/i::adas por SZ({ragio zmirersa/ e igual y por 
voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 
e) Tener acceso. en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país 
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democrático86
. El 27 de julio de 1981 , durante la XVIII Asamblea de Jefes de Estado y 

Gobierno de la Organización de la Unidad Africana, reunida en Nairobi, Kenya se aprobó 

la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, en donde, se proclaman los 

derechos de libre asociación, reunión (limitado por razones propias de la doctrina de la 

seguridad nacional), a la participación en el gobierno y las funciones públicas, de manera 

directa o a través de sus representantes87
. 

En última instancia puede citarse la promulgación de la Carta Democrática Interamericana 

aprobada el 11 de septiembre de 2001, en la que se reconoce de manera expresa el derecho 

de los pueblos americanos a la democracia representativa como forma de gobierno, así 

como los mecanismos para defenderla y perfeccionarla, entre otras a partir del respeto por 

la ciudadanía. 

86 Artículo 16. Libertad de Asociación. 
/ . Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 
3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la privación del 
ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fúerzas armadas y de la policía 
Artículo 23. Derecho.<; Políticos 
l . Todos los ciudadanos deben go::ar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 
b. de votar y ser elegidns en elecciones periódicas auténticas, reali::adas por sufragio universal e igual y por 
voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 
c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a !as funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, 
exclusivamente por ra::ones de edad. nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad ci1·i/ o mem a/, 
o condena. por jue:: competente, en proceso penal. 
87 Artículo 1 O. 
l. Todo individuo tendrá derecho a la libre asociación, siempre que cumpla con la ley. 

2. De conformidad con la obligación de solidaridad contemplada en el artículo 29, nadie puede ser obligado 
a formar parte de una asociación 
Artículo 11. 
Todo individuo tendrá derecho a reunirse libremente con otros. El ejercicio de este derecho estará sujeto 

solamente a las necesarias restricciones estipuladas por la ley, en especial las decretadas en interés de la 
seguridad nacional, la seguridad personal, la salud, la ética y los derechos y libertades de los otros. 
Artículo 13. 
l. Todo ciudadano tendrá derecho a participar libremente en el gobierno de su país, ya sea de modo directo 

o a través de representantes libremente escogidos de conformidad con/as disposiciones de la ley. 
2. Todo ciudadano tendrá derecho a acceder al servicio público de su país. 
3. Todo indil·iduo tendrá derecho a acceder a la propiedad y a los servicios públicos en estricta igualdad e un 
todas las personas ante la ley. 
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Señala como elementos esenciales de aquella entre otros, el respeto del derecho a acceder al 

poder y su goce con sujeción al estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, 

libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía 

del pueblo; el régimen plural de partidos y orgamzacwnes políticas; y la separación e 

independencia de los poderes públicos. 

A partir de su consagración en los tratados internacionales de protección de Derechos, 

puede concluirse para efectos del presente estudio, que los principales derechos políticos 

son el derecho a votar, a ser elector, a participar en el gobierno y acceder a cargos públicos, 

a presentar peticiones, y a reunirse y asociarse con fines políticos. 

2.1.3. Titularidad y restricciones 

Establecido como se tiene cuales son los derechos políticos, corresponde adentrarse en 

quiénes ostentan la condición constitucional de poder ejercerlos, esto es, quiénes tienen el 

título o la condición política que le impone al Estado la obligación de garantizarles su 

disfrute y por esta vía de abstenerse de acciones que lo limiten o disminuyan; lo anterior, 

pese a que por ser los derechos políticos derechos humanos [ ... ] fueran o deberían ser (por 

coherencia) derechos de todos, algunos (máxime el sufragio) son, en el siglo XIX, negados 

a los ciudadanos que no posean determinados requisitos económicos[ ... ]88
. 

La respuesta a la pregunta planteada, tiene estrecha cercanía con el concepto de ciudadanía, 

considerada por el juez y político René Fortín Magaña como "[ ... ] la aptitud en que se 

encuentran los nacionales de un país para ejercer los derechos políticos"89
, (para otros la 

realización o práctica de derechos políticos determina el carácter de ciudadano y no 

88 JORGE MIRANDA. Derechos jimdamentales y derecho electoral, México, Universidad Autónoma de 
México, 2005 , pp. 94. 
89 RENÉ FORTÍN MAGAÑA , Constituciones Iberoamericanas: El Salvador, México, Instituto de 
In vestigaciones Jurídicas. Universidad Nacional Autónoma de México, 2005 , pp. 96 
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viceversal0 esto es, la condición previa que cada Estado exige a aquellos que lo conforman 

para actuar en su condición de sujetos políticos, condición que reconoce el artículo 40 de la 

Constitución Política de Colombia cuando señala que todo ciudadano tiene derecho a 

participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, derecho que hace 

efectivo a partir del goce de particulares derechos políticos. 

Al respecto la Corte Constitucional de Colombia puntualiza: 

[ ... ]los derechos de pa1ticipación política se contraen específicamente a los nacionales, toda vez 
que aquí e l derecho no se reconoce a la persona humana en cuanto tal sino a ella en cuanto 
ciudadana del Estado. 

La concepción de participación democrática consagrada en el Preámbulo y en los artículos 1 o y 2° 
de la Constitución Política de 1991, postula un vínculo entre el pueblo y los servidores públicos 
que éste en ejercicio de su soberanía elige. Relación que se traduce en la institucionalización del 
mandato popular imperativo, que en cie1tos casos es revocable. Adicionalmente, en desarrollo del 
principio de participación que fundamenta todo el ordenamiento constitucional se establecieron 
mecanismos diferentes al voto, como la consulta popular, el referendo, el plebiscito, el cabildo 
abierto y la iniciativa popular legislativa y normativa que hacen posible la intervención activa de 
los ciudadanos en la adopción de las decisiones que regirán sus destinos[ ... ]. 

[ ... ] Del análisis de los artículos 40 y 99 de la Constitución, se advierte también , que no basta ser 
nacional colombiano para ejercer los derechos políticos. Es necesaria la ciudadanía, que requiere 
de la concurrencia de los elementos de la nacionalidad y la edad, la cual es de 18 afíos, mientras la 
ley no disponga lo contrario. 

Por ello puede afirmarse que el derecho a la participación en la conformación, ejercicio y control 
del poder político está restringido a los ciudadanos. Nótese que tanto el sufragio, el derecho a 
elegir y a ser elegido, y el derecho a desempeñar cargos públicos que lleven anexa autoridad o 

jurisdicción, exigen esa condición (Art. 99 ídem) 
91 

Así las cosas, es claro que la titularidad de los derechos políticos está radicada en aquellos 

que tienen la condición de ciudadanos, lo que no implica que todo aquel que sea ciudadano 

pueda gozarlos, por cuanto existen restricciones que históricamente92 y aún en la 

actualidad, limitan su goce por diferentes razones que tienen reserva de ley y que se 

90 UNIVERSIDAD DE NA V ARRA. Respuesta del grupo de im·esrigación en educación para la ciudadanía, 
(GIEC) de la Univers idad de Navarra, Revista de Educación, núm. extraordinario, 2003, pp. 425 a 442. 
1 CORTE CONSTITUCONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-523 de 2003, MP. Jaime Córdoba Triviño, 

Referencia: expediente D-4385, 1 de Julio de 2003. 
92 No solo en Francia o en Inglaterra se instauró una democracia censitaria; también en Inglaterra el 
movimiento carlista del siglo XIX trató en vano durante mucho tiempo. de que se aceptasen los dered10s 
políticos igualitarios, y casos semejantes hubo en los demás E.s·rados. IGNACIO A YM ERICH OJEA. 
"'Lecciones de Derecho Comparado" en Lecciones de Derecho Comparado. MANUEL GUILLERMO 
ALTA VA LA VALL (Coordinador), Castelló de la Plana: Universitat .Jaume 1, 2003, pp. 94 
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consideran legítimas cuando correspondan a motivos de edad, nacionalidad. residencia, 

idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente en proceso 

penal , tal y como se consagra en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, de las cuales valga anticipar para efectos de análisis posteriores, es signataria 

Colombia. 

Luego, tratándose de restricciones a los Derechos de Participación Política, resulta 

oportuno referirse, a manera de ejemplo, a aquellas que de tiempo atrás han tenido vigencia 

respecto del derecho al sufragio, entendido como el "instrumento fundamental para la 

realización del principio democrático "93
, o lo que es lo mismo, como expresión de la 

voluntad popular, con independencia de si se está en presencia de una democracia directa o 

representativa; por cuanto el sufragio universal equivale, como su nombre lo indica, la 

"posibilidad que tiene todo ciudadano, por el solo hecho de serlo, de participar con su voto 

en los procesos electorales "94
, bien sea haciendo parte como elector o como aspirante o 

postulante a ser elegido, en todo caso, como miembro del electorado, en lo que igualmente 

constituye una materialización del derecho de igualdad que pondría a todos los ciudadanos, 

en pnnclplo, en posibilidad de participar en la construcción y desarrollo de los asuntos 

públ icos95
. 

Es importante anotar de manera prevta, que la eliminación progres1va, así como la 

racionalidad exigida cada vez con mayor énfasis a las restricciones, dan cuenta de la 

evolución misma de Ja democracia96
, existiendo conse.nso en la actualidad respecto de 

aquellas limitaciones derivadas de la incapacidad, sea por razón de la edad o de condiciones 

de alteración psíquica que excluyen la posibilidad de ejercerlos. 

93 V AN EGAS GIL. Ob. Cit.. pp . 32 . 
94 VLADIMIERO NARANJO MESA, Teoría Constitucional e Instituciones Políticas. Santa Fé de Bogotá, 
Editorial Temis S.A., 2000, pp. 455. 
95 PEREZ SERRANO, Ob. Cit. , 343. 
96 MIGUEL CAMINAL BADIA. CESÁREO R. AGUILERA DE PRAT. Manual de Ciencia Política. 
Barce lona, Univers idad Autónoma de Barce lona, 1996, pp. 345 . 
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Cabe indicar que en los albores del constitucionalismo, el sujeto de representación fue la 

nación y el cuerpo electoral fue delimitado por el concepto de burguesía, que incluía a 

aquellos que poseían determinada instrucción o que tributaban en determinados límites. 

Con la evolución democrática, se remplaza a la nación por el pueblo como sujeto de 

representación en su condición de soberano97 y se amplía de manera significativa el cuerpo 

electoral, identificado ahora con todos los miembros de dicho pueblo98
. 

Hecha esta referencia, se aludirá inicialmente a las formas de sufragio restringido, y 

posteriormente a las limitaciones al sufragio Universal. Una primera forma de sufragio 

restringido, es la perteneciente a las limitaciones por razones de capacidad económica 

reflejada bien sea en propiedad, riqueza o renta, que configuró un verdadero voto de corte 

oligárquico heredado del feudalismo99
, afincado en la convicción de la estabilidad 

económ ica como sinónimo de instrucción y en esta medida de capacidad de buen gobierno 

y rectitud 100
, se conoció como voto censitario 101 que respondió también a la convicción de 

que "es justo que se conceda el derecho al voto exclusivamente a quienes tienen que 

soportar el peso económico de las decisiones gubernamentales" 102
. 

Otra de las formas de sufragio restringido es el sufragio capacitario, que si bien amplía la 

base del electorado en relación con el sufragio censitario 103
, la circunscribe a aquellos con 

determinado grado de instrucción. y en contraposición excluye la participación política de 

anal [abetos, iletrados y en general de aquellos que no alcanzaran el grado escolar requerido. 

97 De acuerdo con Mario de la Cueva, citado por lván Vila Casado, existe una diferencia csenc:ial entre el 
principio que atribuye la soberanía a la nación y el que la radica en cahe::::a del pueblo. [ .. . ] La idea de que 
la soberanía radica en el pueblo es la tesis revolucionaria de Rousseau, según/a cual el pueblo tiene en tuda 
tiempo el derecho de altera o modificar /a forma de su gobierno y la potestad inalienable e imprescriptible de 
romper con el pasado y darse un orden jurídico y político totalmente nuevo. 1 VAN VI LA CASA DO. Nuevo 
derecho constitucional: antecedentes y .fundamentos, Bogotá, Ediciones Jurídicas Gustavo lbá1'ieZ, 2002, pp. 
490 
98 FERNANDO SANTAOLALLA LOPEZ. Derecho Constitucional, Madrid ., Librería Editorial Dikinso n, 
2004, pp. 272. 
99 FA YT. Ob. Cit., pp. 27. 
100 PEREZ SERRANO. Ob. C it. , pp. 345. 
101 NICOLÁS ENCARNA. Investigaciones Históricas Contemporáneas del IX Congreso de la AHC. 
ED ITUM 2009, Universidad de Murcia, pp. 73. 
102 NARANJO MESA, Ob. C it. , pp. 456 
103 Ibídem 
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Como anota Pérez Serrano "fúndase en la idea de que la persona ignorante no tiene criterio 

para discernir, ni base para resolver "10
.¡. Es pertinente anotar que contcmporáneamente se 

presentó está forma de sufragio pero en el sentido inverso, esto es, con la variación de 

restringirse de manera exclusiva a quienes formaran parte de los consejos de obreros, tal y 

como se incluyó en la Constitución Soviética105
. 

Ahora bien, existen otros obstáculos al sufragio universal , que si bien no constituyen lo que 

se denominó sufragio restringido, si reducen el electorado y por tanto constituyen escollos 

insuperables en la pretensión de ejercer tal derecho, para quien se encuentra en dichos 

supuestos de hecho 106
. Así, existen limitaciones por razones de la edad que concentran la 

capacidad electoral en aquellos que alcanzan la edad adulta o civil, las derivadas de la 

indignidad, asociadas a sanciones de orden social que por lo regular exigen la existencia de 

sentencias condenatorias emitidas por tribunales legalmente constituidos; las que son 

consecuencia de la raza, propias de regímenes que practican el apartheid, y en general con 

tendencia a la segregación; las derivadas de la nacionalidad, derivadas de la doctrina de la 

seguridad nacional; las derivadas de la profesión, dentro de las que se pueden contar las de 

los clérigos y las del personal de la fuerza pública, emanadas de las reservas a la 

independencia en el ejercicio del voto por aquellos sometidos a particulares formas de 

b d o o' r o 11 07 su or macwn proteswna . 

Respecto de estas últimas, esto es, a las limitaciones derivadas de la función que se cumple 

o desempeí'ia al interior de una sociedad, apunta Fayt que se discute por la doctrina su 

justicia y racionalidad, así como el carácter minoritario de estos grupos y la improbabilidad 

de que se materialicen los temores en que se funda la restricción 108
. 

10~ PEREZ SERRANO, Ob. Cit., pp. 344. 
105 OMAR NORIA. La teoría de la representación política del abate Sieyés, Universidad Católica Andrés. 
1999,pp.220 
106 JAIM ER VIDAL PERDOMO. Derecho Constitucional General. Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 1978, pp. 215 
107 AMA Y A UBEDA DE TORRES. Democracia y Derechos Humanos en Europa y en América. Est11dio 
comparado de los sistemas europeo e interamericano de protección de los derechos humanos. Madrid , 
Editoria l Reus, 2007. pp. 447. 
1

(1
8 FA YT, Ob. Cit., pp. 38 
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Así las cosas, queda sentado que los Derechos de Participación se ven severamente 

limitados por regulaciones que imposibilitan su ejercicio, y que dentro de estas, aquellas 

que se fundan en aspectos como la profesión son objeto de profundos análisis, los que se 

realizan principalmente al momento de redactar las constituciones de los países, en atención 

a su trascendencia respecto de determinados grupos y al efecto respecto del sistema político 

mtsmo. 

2.1.4. Alcance constitucional 

La Carta Política de Colombia, producto de la Asamblea Nacional Constituyente convocada 

a principio de los aíios 90, introdujo en su artículo primero, como una de sus principales 

conquistas 109
, el Estado Social y Democrático de Derecho, instituyéndolo en pilar 

fundamental de la organización política del país 110
. 

Esta cspecítica forma de estructuración política no es una creación inédita del constituyente 

primario, muy por el contrario, su nacimiento en Europa a mediados del siglo X,'(
111

, es 

producto de un proceso evolutivo que permitió el paso del Estado Absolutista al Estado de 

109 Reconocidos constitucionalistas como Luis Carlos Sachica, afirman que la Constitución de 1991 , no 
introdujo cambios significativos en el sistema político: Si se mira bien, la Constitución Política de 1991 no 
cambió ninguna de las que se consideraban líneas maestras de cualquier constitución: el régimen político, la 
estructura del Estado, la fo rma de gobierno del Estado. En verdad, los cambios estructurales, orgánicos y de 
competencias de las rwnas y órganos del poder público, lomadas en detalle, resultan adjetivos e irrelevanles. 
Se trataba nada mas de darle gusto a la .opinión pública, ávida de novedades y artilugios institucionales Los 
mecanismos de participación, el estatuto de la oposición, los procedimientos judiciales para tutelar derechos 
constitucionales júndamentales, la ampliación del control de constitucionalidad, el modelo de Estado, los 
entes autónomos con régimen propio, entre otros, cumplieron con las expectativas populares. LUIS 
CARLOS SACHICA. " La Constitución Política de 1991 Una Revolución Política" . En: Constitución Política 
de Colombia S imposio 15 aFíos. SENADO DE LA REPÚBLI CA DE COLOMBIA, Bogotá, 2006, pp. 3. 
110 De acuerdo con la Corte Constitucional El Estado social de derecho, se proyecta en la Constitución. en 
primer término, en la consagración del principio de igualdad y en su consecuencia obligada: los derechos 
sociales y económicos y en la prestación de los servicios públicos. En seg undo término, a través de los 
derechos de participación de todos en las decisiones que los afectan y en la rida económica, política, 
administrativa y cultural de la nación. que se compendian en el principio democrático)' gracias al cual se 
sociali::.a el Estado y las diferentes instancias de poder dentro de la comunidad. [ .. ]. CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMB IA. Sentencia C- 566 de 1995. MM.PP. Eduardo Cifuentes Muíioz. 
Noviembre 30 de 1995 
111 MIGUEL CARBONELL, WISTANO LUIS OROZCO, RODOLFO YÁZQU EZ. Estado de derecho: 
concepto,Jimdamentos y democrati::.ación en América Latina, México, Siglo XX 1, 2002, pp. 77. 
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Derecho, y de este, a un modelo que abandona una posición rígida del Estado, para dar paso 

a un renovado Estado centrado en la realización de acciones afirmativas tendientes a 

"realizar la justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las autoridades 

públicas a los principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional"112
. 

En consonancia, recogió igualmente la nueva Carta Política Colombiana el principio de la 

soberanía popular113 (Artículo 3), atribuyendo entonces al pueblo y no a la nación, el origen 

de todo poder público, y señalando la representación como forma jurídica del ejercicio de 

dicho poder. 

Bajo estos presupuestos, en la Constitución, se consagraron los derechos políticos en los 

siguientes términos: 

ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejerc1c1o y 
control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 
l . Elegir y ser elegido. 
2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas de 
pa11icipación democrática. 
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; formar parte de 
ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la Constitución y 
la ley. 
S. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. 
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por nacimiento o 
por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley reglamentará esta excepción y determinará 
los casos a los cuales ha de aplicarse. 
Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva pa1ticipación de la mujer en los niveles 
decisorios de la Administración Pública 114 . 

De lo anterior, es dable derivar como lo anota Vanegas Gil 115
, la existencia en el 

ordenamiento superior del concepto de participación política116 en una doble concepción: 

11 2 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-106-1 de 2001, MM.PP. Manuel José 
Cepeda Espinosa y Jaime Córdoba Triviño (S. V., Magistrados Jaime Araujo Rentería, Alfredo Beltrán Sierra, 
Rodrigo Escobar Gil y Clara Inés Vargas Hernández). 
11 3 OSCAR BLANDO. Derecho y Política: de la Ley de Lemas a la reforma política y constitucional en 
Santa Fe. Argentina, Editorial Juris, 2002, pp. 30. 
114 J Al M E CASTRO. Constitución Política de Colombia. Bogotá, Universidad del Rosario, 2007, pp. 24. 
11 5 V ANEGAS GIL. Ob. Cit., pp. 33 
11 6 ·'Así, en palabras de esta Corte: "[e]l derecho a la participación, ha sido reconocido por la Carta Política 
como un derecho fundamental. Lo anterior significa que toda persona. particularmente todo ciudadano, tiene 
la facultad constitucional de intervenir en la actividad pública, ya sea como sujeto activo de ella, es decir 
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como principio fundamental de la organización democrática del Estado, y como Derecho 

Fundamental, delimitado por los principios de la democracia participativa, que comprenden 

que el ciudadano "está llamado a tomar parte en Jos procesos de toma de decisiones en 

asuntos públicos"117
; en igual sentido, dicho concepto "toma la forma de presupuesto y 

condición para la acción estatal y privada en los diferentes niveles y escenarios de la vida 

social" 118
. 

Ahora bien, el citado artículo 40 de la Carta Política, no agota en sí mtsmo el 

reconocimiento de derechos políticos en el ordenamiento constitucional colombiano; junto 

a la posibilidad de participar en la vida política a través del derecho a elegir y ser elegido 

(sufragio pasivo y activo), y al ejercicio de los mecanismos de participación ciudadana 

desarrollados en el artículo 103 de la Constitución, debe sumarse el derecho de los partidos 

y movimientos minoritarios a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, 

incorporado en el artículo 112; el voto programático estatuido en el artículo, la iniciativa 

popular legislativa, contenida en artículo 375 y el referendo constitucional, incluido en el 

artículo 277. 

También incorpora la Carta Política el concepto de deber constitucional a participar en la 

vida política, cívica y comunitaria del país (Artículo 95 Numeral 5). 

A su turno el artículo 99 estatuye la ciudadanía y su relación con el eJercJcto de los 

derechos políticos: 

El nacional colombiano es titular de los derechos políticos, a él reservados, como lo manifiesta el 
artícu lo 100 de la Constitución, s i bien la ley puede conceder a los extranjeros residentes en 

como parte de la estructura gubernamental y administrativa del Estado, ya sea como sujeto receptor de la 
misma, interviniendo, mediante el sufragio en la elección de los gobernantes, participando en las consultas 
populares, teniendo iniciativa leg islativa, interponiendo acciones en defensa de la Constitución o la ley, 
act uando como miembro de partidos o movimientos políticos, o aun elevando peticiones a las autoridades y 
obteniendo la pronta respuesta de ellas·' . CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia. C-
089/9-1. M.P. Ed uardo Cifuentes Muñoz, marzo 3 de 1994. 
11 7 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T--169 de /992. MM.PP. Alejandro Martínez 
Caballero, julio 17 de 1992 
11 8 CORTE CONST ITUC IONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 303 de 2010. MM.PP. Luis Ernesto Vargas 
Silva, abril28 de 2 10 
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Colombia el derecho al voto en las elecciones y consultas populares de carácter municipal o 
distrital. 

La sola titularidad de los derechos políticos, por el hecho de ser nacional colombiano, no faculta al 
nacional para ejercerlos. Es necesaria la ciudadanía, que requiere de la concurrencia de los 
elementos de la nacionalidad y la edad. Esta última, establecida en la Carta de 1991, mientras la 
ley no disponga otra cosa, en 18 años, ha de acreditarse con la cédula que expida la Registraduría 
Nacional del Estado Civi1 119

. 

2.1.5 Reseña de Derecho comparado sobre los derechos políticos en general 

De acuerdo con Aymerich Ojea 120, los derechos de participación política no son tratados en 

el mismo plano que los derechos civiles, y están por ello, detrás de estos, en razón a que el 

triunfo de las revoluciones occidentales del siglo XVIII no necesariamente aparejo la 

inclusión del sufragio universal dentro de los derechos fundamentales; si bien está 

tendencia se halla fundamentalmente abolida en los regímenes democráticos 

contemporáneos, no ocurre lo mismo con lo relativo a las restricciones para el ejercicio de 

las prerrogativas propias de la participación; para efectos del presente análisis, resulta 

pertinente una breve reseña comparativa de las restricciones a la titularidad y ejercicio del 

voto, en su doble connotación, por ser esté uno de los derechos que con mayor énfasis se 

abordan en la empresa que nos ocupa. 

Conforme hemos desarrollado estás líneas, corresponde en pnmer lugar rev1sar las 

restricciones al derecho al sufragio activo, partiendo de la premisa de que los países con 

regímenes democráticos han establecido el sufragio universal, no obstante lo cual, existen 

requisitos de carácter positivo y negativo para su realización. 

Las de carácter positivo, se contraen a las exigencias relativas a la ciudadanía, la edad, la 

pertenencia al censo electoral, entre otras. La ciudadanía es en general en América Latina 

un elemento común para efectos de atribuir el derecho al sufragio 121 , pero como se sabe, 

uno de los principales rasgos para ser ciudadano es la nacionalidad, aspecto este que da 

11 9 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-536 de /998. MM.PP. José Gregorio 
1-lernández, octubre 1 de 1998 
120 A YMERICH OJEA, Ob. Cit. , pp. 94 
12 1 MANUEL ARAGON. '·De recho electoral: sufragio activo y pasivo .. , cit., pp. 181 
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lugar a tratamientos disímiles en todo el mundo, respecto del otorgamiento o no del derecho 

a elegir de los extranjeros. 

Esta discusión, tiene ongen en las tesis de la soberanía nacional, que restringen a los 

nacidos en el territorio de un país, la posibilidad de participar en la gestión de sus asuntos 

públicos, en lo que pareciera estar en abierta contravía con el hecho innegable de que 

contemporáneamente no se alude al término soberanía con el mismo alcance o igual 

supremacía que en tiempos de Bodin, así como parectera desconocer el proceso 

globalizador que singulariza nuestros tiempos, la contundencia de los procesos 

integracionistas, la creciente movilidad social y el concepto cultural de ciudadanía 

mundial 122
. 

Sin embargo, existen evidencias de la progrestva evolución en torno a este tipo de 

limitación, ejemplo de lo cual podemos citar el caso de la Unión Europea, en donde se 

incorporó el concepto de ciudadanía de la Unión, producto de la cual se puede sufragar en 

las elecciones municipales en el lugar de residencia y no estrictamente en aquel del cual se 

es nacional 123
. En América Latina, los países que permiten el voto a los extranjeros lo 

hacen bajo la consideración de que sean residentes (tránsitorios o permanentes dependiendo 

del país: Uruguay, Bolivia, Colombia, Venezuela, Paraguay, Brasil. 

Pasando a la condición relativa de la edad, radica principalmente en los 18 años tanto en 

Europa como en América, en esta última, salvo los casos de Brasil y Nicaragua donde es de 

16 años. 

Lo que concterne a la inscripción en el censo electoral, es un requisito de orden 

administrativo que garantiza la transparencia, orden, logística, economía y en general la 

122 ROB KROES. Ciudadanía y Globa/i::a ción: Europa Frente a Norteamérica, Madrid , Universitat de 
Valencia. 2002, p. 285 
1
:

3 RAFAEL JOVER GOMEZ FERRER, CARLOS ORTEGA CARBALLO, SANTIAGO RIPOLL 
CARULLA. Derechos Fundamentales de los Extranjeros en Espaí?a, Valladolid, Lex Nova , 201 O, pp. 274. 
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corrección de las elecciones, por lo que resulta común a los ordenamientos electorales de 

los diferentes países. 

Existen finalmente con prelación en nuestro continente, algunas limitaciones heredadas de 

no muy lejanos procesos de colonización, tales como la Consagrada en el artículo 34 de la 

Constitución de Jos Estados Unidos de México, conforme al cual para ser ciudadano de 

dicho país se requiere tener un modo honesto de vivir, la que, cuando menos resulta exótica 

en la actualidad, donde la seguridad jurídica se reconoce también como un derecho exigible 

al Estado. 

En relación con las incapacidades o inhabilidades para el ejercicio del sufragio, o lo que es 

lo mismo, los requisitos negativos o circunstancias que de concurrir impiden que aún, 

reuniendo las mencionadas condiciones positivas pueda sufragar, no pueda procederse de 

tal manera. Dentro de ellas, no se aludirá a las rel::ltivas a la incapacidad legal absoluta por 

su carácter común y aceptado; ni las derivadas de la condena judicial en que se declare la 

interdicción, la suspensión o privación de los derechos políticos; porque si bien, estás 

últimas son objeto de reparo por su racionalidad , proporcionalidad y legitimidad 124
; resulta 

necesario para este estudio, centrarse en aquellas que excluyen a determinados grupos 

sociales de este fundamental derecho. 

Se apunta a aquellas como las que devienen del eJerctcto de una determinada profesión, 

como es el caso de la restricción del derecho del sufragio activo a lo.s miembros en servicio 

activo de las Fuerzas Armadas y Policiales, respecto de los cuales resulta ilustrativo citar 

que solo en Colombia. Guatemala, Honduras, y Paraguay, se les restringe este derecho, 

mientras que en países como Argentina, Bolivia, Chile, Ecuador, El Salvador, México, 

Nicaragua, Panamá, Perú, Puerto Rico, Uruguay, Venezuela y Estados Unidos, pueden 

hacerlo. 

124 K ELLY JOHANA ROCHA GÓMEZ. Tesis de Grado. Reflexiones sobre la restricción a los Derechos 
Políticos como Sanción Penal. Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 2008 . 
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En los países europeos, no sólo se les garantiza su derecho de concun·ir a las urnas, sino 

que existen pat1iculares regulaciones administrativas que facilitan o promueven la logística 

que propicie su participación: 

[ ... ] A título de ejemplo, podríamos señalar como en Suiza los militares pueden hacer uso del propio 
"correo militar" para emitir su voto ; en Bélgica está prevista la instalación. en los establecimientos 
militares, de colegios electorales por cada mil electores de los que allí presten servicio; en Italia y 
Alemania Federal , los militares pueden votar en colegios electorales donde se encuentren por razón del 
servicio; en Francia y Gran Bretaña, los militares, al igual que le resto de los ciudadanos, deben 
inscribirse anualmente en la correspondiente "lista" para poder tomar patte en las elecciones de aquel 
año,' 125

. 

Más adelante se tendrá oportunidad de volver sobre este punto, con la finalidad de 

examinar las razones que en cada contexto determina la existencia o no de esa limitación. 

D . . d ¡· . . A . 126 1 e otra parte, extsten otro ttpo e tmitactOnes que ragon resume en oc 10 grupos: a. 

Condenados criminalmente a pena privativa de la libertad, por el tiempo que dure la 

condena, la cual tiene vigencia en Argentina, Brasil, El Salvador, Nicaragua, México, 

Paraguay y Perú; b. Procesados, detenidos o privados de la libertad por orden judicial: 

Argentina, Chile, Honduras, México, Paraguay y Uruguay; c. Declarados judicialmente en 

rebeldía o prófugos de la justicia: México y Paraguay; d. Quienes hayan realizado 

determinadas infracciones electorales: Honduras y el Salvador; e. Sancionados por el 

Tribunal Constitucional por pertenencia a un partido declarado inconstitucional: Chile; f. 

Quienes formen parte de organizaciones sociales o políticas que utilicen o propaguen la 

violencia: Uruguay; g. Quienes observen mala conducta: México y Uruguay. 

A continuación, convtene referirse a las restricciones al sufragio pastvo, que como se 

seí'íaló en acápites precedentes, se materializa en el derecho a ser elegible para los cargos 

públicos y a presentarse a las elecciones que posibiliten ese derecho, esto es, ser electo; 

técnicamente se conocen como inelegibilidades, definidas por Fernández-Mirando y 

125 PABLO CASADO BURBANO. Iniciación al Derecho Constitucional Militar. Madrid, Revi sta de 
Derecho Constitucional Militar, 1986, pp. 132 a 133 
126 MANUEL ARAGON. " Derecho electoral: sufragio activo y pasivo'·, cit. , pp. 185 
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Campoamor, citado por Vanegas como la falta de aptitud legal para concurrir a un 

1 l fJ 7 proceso e ectora - . 

Dentro de los positivos, el primero de ellos es la ciudadanía, en cuanto podrá ejercer éste 

derecho quien sea ciudadano (condición que otorga capacidad) y no concurran en él 

causales de inelegibilidad ; pero dicha ciudadanía no coincide necesariamente con el 

concepto desarrollado tratándose del sufragio activo, en este caso, los diferentes 

ordenamientos prevén determinados tiempos como ciudadano, o como residente, o 

diferencia la forma cómo se adquirió la ciudadanía en relación con el acceso a 

determinados cargos de elección popular. 

Así, en países como Nicaragua, se exige de manera exclusiva para acceder a los cargos 

públicos, con independencia de su nivel jerárquico y jurisdicción la ciudadanía simple y 

llana; no así en países como Bolivia, El Salvador, México, Colombia, Argentina, Chile, 

Venezuela, entre muchos otros, en donde por ejemplo para acceder a los cargos de 

Presidente y Vicepresidente de la República se requiere tener ciudadanía de origen, 

excluyendo con ello la que se le otorga por razones de residencia o adopción; o para aspirar 

a cargos en el legislativo, donde se exige un determinado tiempo como ciudadano. 

Similar situación se presenta respecto del requisito de edad, en consideración a que no 

existe similitud en buena parte de los casos, entre la edad exigida para poder sufragar, y la 

edad que se exige como requisito de capacidad para ~er elegible, en todo caso, esta última 

nunca será inferior a aquella; adicionalmente es marcada la diferencia en toda América 

Latina en relación con las edades que se exigen para los diferentes cargos de elección, 

siendo por lo general mayor tratándose de la candidatura para Presidente y Vicepresidente, 

y menor para cargos de orden municipal o secciona!. 

Otro tipo de requisitos de capacidad que bien vale la pena destacar en razón a que se 

presentan en el continente, son los relativos a un vínculo con el distrito electoral , un grado 

127 V ANEGA S GIL. Ob. cit. , pp . 75 
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de instrucción, la posesron de determinados medios económicos, un estilo de vida, un 

estado seglar, o una filiación a un partido político 128
• 

Finalmente, desde el punto de vista negativo, están las inelegibilidades o circunstancias 

tendientes a salvaguardar la imparcialidad en acceso a los cargos y en desempeí'lo de las 

funciones públicas. No se profundiza en las distinciones entre está figura y la 

incompatibilidad, por no ser el objeto de esta disertación, para la cual basta añadir que 

resulta común en nuestra región la existencia de limitaciones derivadas de las condenas de 

carácter penal , de los vínculos de parentesco con funcionarios que ejerzan determinados 

niveles de autoridad, con la pertenencia a determinados órganos o personas jurídicas. 

2.2 FUERZA PÚBLlCA 

2.2.1. Consagración constitucional de la fuerza pública 

A comrenzos del siglo XX Max Weber scfíaló que "Estado se denominará a una 

organización política, en la medida en que su personal administrativo reclame de manera 

exitosa el monopolio de la fuerza legítima para la implementación de sus ordenamientos 

. "129 ~ d 1 normatrvos , lo que sin mayor es:tuerzo pone e presente e carácter medular que la 

fuerza pública tiene al interior de un Estado 130
, como componente para garantizar el 

ejercicio y permanencia de dicho monopolio, en palabras de Roa Sánchez131
, la institución 

militar es el instrumento fundamental de la fuerza del poder del Estado. 

1 ~ 8 ARAGON. Ob. Cit. pp. 192 

1 ~ 9 AGUSTÍN FERRARO CIBELI. Reinventando El Estado: por una administración pública, democrática, 
profesional en Latinoamérica. Madrid , INAP, 2009 pp. 54 
130 Alejo Vargas Velásquez refiere sobre el punto: Por ello, las fuerzas armadas son tan importantes en 
relación con el Estado, es una de las instituciones que monopo/i::a la coerción y con la sociedad, por cuanto 
esta es la que le da o retira leg itimidad. ALEJO VARGAS VELASQUEZ. "Comentarios a la Ponencia: 
fuerza Pública y Constitución de 1991"', En El debatt:! a la Constitución, JESÚS ANÍBAL SUÁREZ (ed), 
Bogotá, Instituto Latinoamericano de Servicios legales Alternativos, 2002, pp. 277. 
131 ROBERTO ROA SÁNCHEZ. De la guardia de .fronteras a la contrainsurgencia, Bogotá, ICFES, 2000, 
pp. 30 
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Esta es una razón suficiente, que no exclusiva, de los motivos por los cuales el tratamiento 

de la Fuerza Pública es, de manera corriente, objeto de regulación constitucional, lo que por 

principio permitiría afirmar, que la consagración de esta institución es producto de la mas 

alta deliberación política, que es aquella propia del constituyente primario. 

En el caso Colombiano, más allá de las vanac10nes de carácter formal asociadas a su 

ubicación dogmática, la Constitución Política de 1991, no incluyó cambios trascendentes en 

relación con la Fuerza Pública132
, manteniendo el paradigma liberal sobre su función y 

composición, vigente hasta nuestros días 133
. 

La Carta de 1886 en su título XVI, artículos 165 a 171 se ocupó de la obligatoriedad de 

todos los colombianos, de tomar las armas en momentos excepcionales para defender la 

independencia nacional, del papel del Ejército permanente en la defensa de la Nación, del 

carácter no deliberante de la fuerza y de las prohibiciones de dirigir peticiones, con 

excepción de aquellas relativas al buen servicio y moralidad, de las condiciones para la 

privación de los honores y prerrogativas de sus miembros y del régimen aplicable en casos 

de comisión de delitos. 

A su turno la Carta de 1991 , en su titulo VII, relativo a la Rama Ejecutiva reglamentó lo 

pertinente en los artículos 216 a 223, de los cuales cabe destacar: 

La Fuerza Pública está integrada de manera exclusiva por las Fuerzas Militares y la 

Policía Nacional. 

132 La antigua Constitución consagraba en título separado lo atinente a esta institución, en tanto la de 1991 la 
incluye en uno de los capítulos del título dedicado al Ejecutivo, mejor ubicado, si tenemos en cuenta que el 
a1iículo 189 del numeral 3 le asigna al presidente de la República la tarea de " dirigir la Fuerza Pública y 
disponer de ella como comandante supremo de las Fuerzas Armadas de la República", lo que tiene que ver 
directamente con la preservación de la soberanía e independencia nacional y con el restablecimiento del orden 
público, que también compete al presidente. ALBERTO DE ANTONIO GÓMEZ. Pedagog ía constitucional: 
un análisis jurídico - político de la Constitución de 1991, Bogotá, Universidad Jorge Tadeo Lozano, 2001 , 
pp. 66. 
133 JUAN CARLOS PALAU. "El rol de las fuerzas armadas en la continuidad de los regímenes democráticos 
y en la vigencia del respeto a los derechos humanos'', Re¡·ista Colombia lntemac:ional, n° 24, octubre­
diciembre de 1993 , Bogotá, Universidad de los Andes, pp. 29 a 35. 
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Las Fuerzas Militares están instituidas para la defensa de la soberanía, la 

independencia, la integridad del territorio colombiano y orden constitucional, y se 

componen por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 

A su turno, la Policía Nacional , que es un cuerpo armado de naturaleza civil, tiene 

como fin primordial el mantenimiento de las condiciones necesarias para el 

ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de 

Colombia convivan en paz. 

El carácter no deliberante de la Fuerza Pública, la prohibición de reunirse salvo por 

orden de autoridad legítima, de dirigir peticiones, excepto sobre asuntos que se 

relacionen con el servicio y la moralidad del respectivo cuerpo y con arreglo a la 

ley. 

La restricción de los miembros de la Fuerza Pública para el ejercicio del sufragio 

mientras permanezcan en servicio activo, así como para intervenir en actividades o 

debates de partidos o movimientos políticos. 

La reserva de ley respecto de derechos adquiridos de la Fuerza Pública. 

La obligatoriedad de impartirles durante la etapa de formación enseñanza de los 

fundamentos de la democracia y de los derechos humanos. 

El monopolio del Estado respecto de la instrucción y fabricación de armas, 

municiones de guerra y explosivos. 

Durante la Asamblea Nacional Constituyente, el análisis y formulación del régimen 

aplicable a la Fuerza Pública, estuvo en cabeza de la Subcomisión Tercera, que, bien vale 

apuntar estuvo coordinada por el Constituyente Antonio Navarro Wolf, presidente del 

recientemente creado movimiento político M- 19 134
; pese a esta particularidad auspiciada 

por el carácter democrático del proceso constituyente, algunos autores refieren la existencia 

del síndrome de inhibición durante las discusiones: 

Una vez aceptado el carácter soberano de la Asamblea, el gobierno presentó un proyecto integral 
de constitución política cuyo articulado sobre la fuerza pública era continuista respecto de la 
constitución de 1886. El resultado final , es decir el articulado aprobado por la Asamblea, se separa 

134 COLOMBIA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Gacetas Constitucionales .f.f, 78 y 83. 
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poco del proyecto gubernamental. Esta timidez de los actores políticos para abordar con criterio 
amplio y polémico el tema de la fuerza pública se explica, en parte, por la " presencia intimidativa" 
con que es percibida desde el escenario político y social. Esa percepción, unida a una larga hi storia 
de " monopolio" por parte de las fuerza militares sobre el manejo del orden público, configuran , en 
la soc iedad civil, lo que podríamos ll amar un "síndrome de inhibición" para tratar el tema 135

. 

Otros como Gallón Giraldo 136
, ponen de presente que si bien la Constitución Política de 

1991 fue un elemento valioso e importante para avanzar en el predominio civil en las 

relaciones de poder en el país , fue insuficiente en la medida en que no se tocaron 

directamente las que el considera fuentes impropias del poder militar en Colombia. 

Más allá de estas observaciones, y del hecho certero de que las reservas introducidas al 

régimen de la Fuerza Pública por la Asamblea General Constituyente fueron cuando menos 

tímidas 137
, lo cierto es que su regulación constitucional a partir de 1991, no se restringe a 

los artículos referenciados en los párrafos precedentes, sino que el ejercicio de esta 

particularísima función de defensa, se em11arca dentro de los límites propios del Estado 

social y democrático de derecho, así como del grupo de derechos que hacen pat1e del 

llamado bloque de constitucionalidad. 

En apartes posteriores se abordarán en detalle las discusiones constitucionales en torno al 

ejercicio de derechos políticos por parte de la Fuerza Pública. 

2.2.2. Fuerza pública e intervención política 

Sin realizar la distinción conceptual entre Ejército y Policía, la historia de la construcción 

de Colombia como Estado democrático, es tributaria de la función cardinal cumplida por 

sus Fuerzas Armadas, que se remonta para efectos de este análisis a los inicios del siglo 

135 JUAN CARLOS PALAU. " Las fuerza s armadas y la Transición Constitucional en Colombia", N.evista 
FASCOC, vol 111 , n. 0 24, Bogotá, Universidad de los Andes, s.f. 
136 GUSTAVO GALLÓN GIRALDO. "Fuerza pública y constitución de 1991 ", En El debate a la 
Constitución, JESÚS ANÍBAL SUÁREZ (ed), Bogotá, Instituto Latinoamericano de Servicios legales 
Alternativos, 2002, pp. 243. 
137 EL TIEMPO. La Asamblea Nacional Constituyente no tocó a las Fuerzas Armadas [en linea]. En: El 
Tiempo. [Bogotá D.C.] JI, mayo, 1991. [citado 15 mar. 2011 ]. Di sponible en: 
[http ://www.el tiempo.com/arch ivo/documento/ M AM -9 3 15 8] 
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XIX, momento de las guerras independentistas y que se extiende con menor incidencia lo 

largo de la centuria 138
, por cuanto fueron los partidos políticos quienes cumplieron el 

verdadero papel integrador al interior del naciente Estado 139
, que tiene su culmen con la 

consagración del proyecto político conservador en la Constitución Política de 1886. Esta 

Carta Política será el marco con el cual iniciará a comienzos del siglo XX la 

profesionalización de la Fuerza pública, la cual según Leal Buitrago, se permite como 

consecuencia de la estructuración del sistema político oligárquico "La estructuración del 

sistema político oligárquico permitió que se iniciara el proceso de profesionalización 

militar, como complemento político del Estado, para garantizar coactivamente las funciones 

de la nueva sociedad periférica" 140
. 

Sobre esta afirmación comenta Roa Sánchez: 

Leal Buitrago ha buscado mostrar cómo la profesionalización militar de la primera parte del siglo 
se da en un ambiente muy politizado por el bipm1idismo y cómo la institución castrense se 
subordina a aquél , dentro del proceso de integración nacional: dicha subordinación explicaría la 
estabilidad institucional. Las relaciones de las fuerzas armadas con el poder político cambiarían de 
carácter a causa del fenómeno de " Violencia" . De subordinado pasará paulatinamente a 

deliberante tomando pos iciones poi íticas cada vez más abie1ias, "incluido el intervencionismo 
141

• 

Sobre este punto, es claro describir que durante la primera mitad del siglo XX tuvo lugar la 

creación de varias de las instituciones de formación castrense (Escuela Militar de Cadetes, 

Escuela Naval , Escuela Superior de Guerra, siguiendo para ello el modelo prusiano 142
, lo 

que determinó avances significativos en el proceso de profesionalización de la Fuerza; pero 

que, durante el mismo período, son pocos los eventos en los cuales la Fuerza Pública 

constituyó un verdadero actor de intervención política, no obstante que para la época, 

incluso podían desempeí1arse como alcaldes de las diferentes localidades. por designación 

138 C ÉSAR TORRES DEL RÍO, SAÚL MAURICIO RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ. De las milicias reales a 
militares contrainsurgentes: La institución militar en Colombia del sigla X VIII al ,\XI, Bogotá, Univers idad 
Javeriana, 2008 , pp. 94. 
139 EDUARDO PIZARRO LEONGÓMEZ. "Las fuerzas militares en Colombia: s iglo XX", Revista Análisis 
Político, septiembre-diciembre de 1998, Bogotá. IEPRI- UNC, pp. 20. 
14° FRANCISCO LEAL BUITRAGO. Política e Intervención Militar en Colombia. Bogotá , Ediciones Los 
Comuneros, pp. 2 1. 
141 ROA SÁNCHEZ. Ob. cit. , pp. 37 
142 MA YRA FERNANDA REY ESTEJ3AN. " La Educación militar en Colombia emre 1886 y 1907'", H.e;_>istu 
Historia Crítica, n. 0 35 , enero-junio de 2008, Bogotá, Univers idad de Los Andes, pp. 150 a 175. 
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del ejecutivo; Alberto Lleras Camargo, nombró, durante su segunda presidencia, más de 

100 alcaldes militares, como estrategia de contención de la violencia en diversas regiones 

del país 143
. 

No son destellantes, ni especialmente reprochables de acuerdo con las referencias 

históricas, las actuaciones de los miembros del Ejército en este rol , entre otras, por el alto 

grado de subordinación hacía los jefes de los partidos políticos, y en general por lo que 

podría considerarse un lapso de estructuración, que determinaría el curso de su futuro hasta 

el presente. 

Ahora bien, varios de los doctrinantes en esta materia, a los cuales se ha venido haciendo 

referencia, coinciden en señalar la segunda mitad del siglo XX, como el momento a partir 

del cual las Fuerzas Militares, al amparo de los gobiernos Conservadores y de manera 

primigenia de su caudillo Laureano Gómez, y posteriormente de los vacíos del Frente 

Nacional y de la introducción de la Doctrina de la Seguridad Nacional , adquieren su 

connotación de actores políticos con poderes que el devenir social ha cuestionado por años: 

El año de 1948 marca un punto de ruptura tanto en la vida nacional , como en la evolución de las 
in stituc iones militares. A partir de ese año, las fuerzas militares se fueron constituyendo en un 
actor político, con e l cual debe contar todo gobierno dada su capacidad de incidir en la elaboración 
de las dec is iones estatales, particularmente en aquellas relacionadas con el orden público 
interno"'-/-/. 

14 -
De acuerdo con Palau ), existen hechos claramente identificables que caracterizan este 

transito, entre ellos, el uso sistemático del ejército para enfrentar a la guerrilla Liberal de 

los Llanos Orientales, el envió de un Batallón Colombiano a la Guerra de Corea, y el 

Gobierno militar del General Rojas Pinilla. 

143 JAM ES D. H EN DERSON . La moderni::.ación en Colombia: Los aFíos de Laureano Góme::., 1889, 1965, 
Medellín, Universidad de Antioquia, 2006, pp. 444 
144 EDUARDO PIZARRO LEONGÓMEZ. "La profesionali zación militar en Colombia (IJ): El período de la 
violencia'', Revista Análisis Político. n. 0 .2, scptiemb1·e-dic iembre de 1987, Bogotá, UN C. pp. 8. 
145 JUAN CA RLOS PALAU. " Las fuerzas armadas y la Trans ició n Constitucional en Co lombia", Rel'ista 
FASCOC, vollll, n. 0 24, Bogotá, Universidad de los Andes, s.f. 
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En 1946 pnnc1p1a una sene de sucesos que dan lugar a un álgido período de disputas 

partidistas, marcado por la guerra irregular campesina que se adelanta con mayor fortaleza 

en las zonas andinas y de los Llanos Orientales, región esta cuyas guerrillas declararon de 

manera abierta la guerra contra el Estado, las cuales son objeto, al amparo de un 

permanente estado de sitio, de una dura represión liderada por el Gobierno de Laureano 

Gómez146 y ejecutada por las Fuerzas Armadas, mucho más consolidadas estructural y 

orgánicamente para ese momento. 

El envió de tropas por parte de Colombia a combatir en conjunto con el Ejército 

Norteamericano en Corea -que se intuía desde la posesión presidencial de Gómez, en la 

cual rindió tributo al papel de Estados Unidos en el país asiático- en una decisión única en 

Latinoamérica, significó un acercamiento de la doctrina de defensa colombiana, a la 

política exterior norteamericana147
, y por esta vía la consolidación de la doctrina de la 

Seguridad Nacional, la lucha anticomunista y por consiguiente la adopción de una 

estrategia fundamentalmente ofensiva, y no defensiva como había sido de manera 

predominante. 

Finalmente, el ascenso al poder de manera antidemocrática por parte del General Gustavo 

Rojas Pinilla, con el apoyo decidido de Ospina Pérez y los liberales, que según algunos se 

produjo con el auspicio, o mejor aún, como consecuencia de la presión directa de los 

grupos estratégicos de la economía 148
, generó un innegable incremento de las posibilidades 

de intervención militaren el ejercicio del gobierno: 

Con el golpe de Estado del general Rojas Pinilla, el 13 de junio de 1953, se desató una presencia 
extraordinaria de las Fuerzas Armadas dentro del Estado. Ya ellas habían venido ampliando su 
influencia en el aparato estatal en los años precedentes, pero pasaron a convertirse en el sector 

146 BOA VENTURA DE SOUSA SANTOS, MAURICIO GARCÍA VILLEGAS. El caleidoscopio de las 
juslicias en Colombia: análisis socio jurídico, vol. l. Bogotá, Siglo del Hombre Editores y Universidad de los 
Andes. 2001, pp. 233. 
14 7 EDUARDO SAENZ ROVNER. Colombia aFias 50: induslriales, política y diplomacia, Bogotá, 
Universidad Nacional de Colombia. 2002 , pp. 47. 
148 IIERNANDO CALVO OSPINA. Colombia, Laboratorio de Embrujos: democracia y terrorismo de 
Es1ado, Madrid, Ediciones AKAL, 2008, pp. 71. 
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político predominante durante el Gobierno defacto que rigió en el país por cuatro años, hasta el 1 O 
1-19 

de mayo de 1957 . 

De hecho, afirma Gallón que con la caída del gobierno defacto no aparejó el derrocamiento 

igualmente de la militarización creciente del Estado, frente a lo cual, Vargas Velásquez 

replica, que este proceso entre otras, consecuencia del "comportamiento político de las 

élites civiles, y en general de la sociedad colombiana, de despreocupación en relación con 

el tema de la seguridad y defensa, [ ... ] dejándolo en manos exclusivas de las f·uerzas 

militarcs" 150
; en el numeral siguiente se volverá sobre esta discusión. 

Posteriormente, con el advenimiento del Frente Nacional, lapso en que la alternancia y 

paridad entre liberales y conservadores determinó el estancamiento de la construcción 

democrática en el país, y consolidó en cierto modo el papel que las Fuerzas Militares en 

cuanto guardianes casi exclusivos del orden público y la institucionalidad. Este rol se 

reafirmaba con la condición de militar del Ministro de Defensa, lo que le deba a la Fuerza 

Pública un puesto decisivo dentro de la administración pública, ya no, como meros 

ejecutores de una política, sino como hacedores de la misma, posición que mantuvieron 

hasta 1991, en donde por primera vez, el cargo es devuelto a manos de los civiles, en lo que 

implicó una reafirmación propia del paradigma liberal , afin al momento político de 

reformas que por ese momento atravesaba el país. 

En este orden de ideas Kalmanovitz 151 pone de presente como durante el Frente Nacional, 

la agudización de los conflictos entre dominantes y dominados fue el germen de la 

aplicación permanente del estado de excepción y en general a la consolidación de gobiernos 

de fuerte represión y violencia, lo que debe analizarse sin olvidar que es en este período en 

el cual tiene lugar el nacimiento de buena parte de los movimientos subversivos que 

subsisten incluso en la actualidad, lo que determinó, que las Fuerzas Militares fueran piedra 

149 ' GALLON GIRALDO. Ob. Cit., pp. 244. 
150 V.A.RGAS VELASQUEZ. Ob. Cit., pp. 279. 
151 SALOMON KALMANOVITZ. Economía y nación: una breve historia de Colombia, Bogotá, Editorial 
Norma, 2003. pp. 426. 
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angular del sostenimiento m1smo del Estado, cumpliendo entonces un encargo 

esencialmente político, que no debe confundirse con una lectura de carácter partidista. 

Así mismo, si bien es extensa la literatura que desde w1a y otra orilla condena o absuelve 

las actuaciones y la intervención militar desde el Frente Nacional y hasta la Constitución 

de 1991 , siendo especialmente objeto de discusión aspectos atinentes al fuero militar, el 

surgimiento de grupos de autodefensas ilegales, las denuncias por violación del derecho 

internacional humanitario, las infracciones contra los derechos humanos, entre otras 

tendientes a que se escrute públicamente el alcance de las actuaciones de la Fuerza Pública, 

lo cierto es que no existe en la historiografía militar colombiana, estudios sistemáticos en 

relación con su influencia política; sin embargo no ocurre lo mismo después de la entrada 

en vigencia de la carta magna de 1991 , por cuanto existen episodios, que si bien, no son la 

generalidad, permiten vislumbrar un tipo de participación que, en principio puede ser 

valorada como contraria a las prescripciones conforme a las cuales esta vedado su carácter 

deliberante, los llamados ruidos de sables: 

En primer lugar, durante el gobierno de Emesto Samper Pizano, este anunció su 

disposición a despejar la zona rural del municipio de La Uribe, para facilitar Jos 

diálogos de paz con el Secretariado de las F ARC, lo que generó la emisión por parte 

del Comandante General de las Fuerzas Militares General Harold Bedoya Trujillo 

de un memorando al alto gobierno, en el que fácilmente se puede inferir que los 

militares no aceptan est.a decisión, y por t?nto, descargan toda la responsabilidad 

política y jurídica por su ejecución en el Presidente de la República. 

En la Presidencia de Andrés Pastrana, se llevó a cabo un proceso de paz con las 

FARC, que incluyó la creación de una "Zona de Distensión" en el Departamento de 

Caquetá, la cual originalmente se previó por tres meses, pero que finalmente 

terminó prorrogándose, Jo que generó una delicada crisis al interior del gobierno. 

que se vio avivada por el anuncio de dimisión de varios oficiales militares, lo que 

61 



claramente dejo ver al país, el inconformismo del mando militar, con la decisión 

adoptada por el primer mandatario. 

Durante el año 201 O el Comandante General de las Fuerzas Militares, dimitió de su 

cargo en un acto que fue interpretado por la opinión pública, como de claro rechazo 

frente al Ministro de Defensa y como una muestra del descontento de los miembros 

de la Institución por la creciente ola de procesos judiciales que en su contra se 

siguen en la justicia ordinaria. 

Al margen del análisis crítico sobre el fundamento de estos pronunciamientos, lo que es 

innegable, es el efecto que los mismos tienen dentro del Estado Colombiano, y ello es así, 

entre otras, porque el país continúa teniendo un conflicto interno que determina que en muy 

buena medida la estabilidad de la organización política descanse sobre el ejercicio de la 

coerción que descansa sobre la Fuerza Pública, estamento que se estima, dificilmente 

podría ser eficaz en esta tarea, sino es porque esta convencido de las bondades del sistema 

democrático y de la organización política, económica y social existente. 

2.2.3. La Fuerza Pública como actor democrático y la restricción a sus derechos 

políticos 

Como se indicó, la profesión militar hace parte de aquellas que en nuestro ordenamiento 

jurídico, al igual que en otros (cada vez menos) aparejan la, restricción de todos o cuando 

menos algunos de los derechos políticos de quienes optan por ella o quienes integran las 

filas en cumplimiento de un deber de naturaleza igualmente superior. 

El texto original de la Constitución Política de 1886, de corte claramente conservador 

estableció en lo relativo a la restricción de los derechos políticos de la denominada fuerza 

armada: "Artículo 168: La fuerza armada no es deliberarte. No podrá reunirse sino por 

orden de la autoridad legítima, ni dirigir peticiones, sino sobre asuntos que se relacionen 
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con el buen serv1c1o y moralidad del Ejército y con arreglo a las leyes de su instituto". 

Nótese que la Carta Política no asimiló la prohibición de deliberación, con la de sufragar. 

De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, deliberar 

significa "Considerar atenta y detenidamente el pro y el contra de los motivos de una 

decisión, antes de adoptarla, y la razón o sinrazón de los votos antes de emitirlos 152 
", esta 

comprensión del término, indica que la restricción del artículo 168 guardaba estrecha 

relación con las órdenes recibidas por la Fuerza, respecto de las cuales es posible predicar 

un juicio de valor sobre su conveniencia o las razones en que se sustenta. Fue ello lo que el 

Constituyente buscó proscribir, por cuanto resulta contrarío a la estructura de mando en que 

se funda la organización de un ejército, que sus cuadros estos tengan la posibilidad de 

cuestionar o disentir de las instrucciones que les son impartidas; aunque esta afirmación, 

para ese momento inamovible, fue objeto de revisión un siglo después, cuando el 

constituyente se ocupó del debate sobre ordenes legítimas e ilegítimas en función a la 

guarda y supremacía de los derechos humanos. 

Así las cosas, no obstante tener vedada la posibilidad de deliberación, los miembros de la 

Fuerza Armada podían emitir su voto en igualdad de condiciones que los demás 

colombianos, prerrogativa cuya censura se remonta a la ley 72 de 1930 con la iniciativa del 

general conservador y ministro de guerra Agustín Morales Olaya153
, que puso fin a las 

di scusiones que desde la refonna constitucional de 1907 se sucedían en torno al alcance de 

la prohibición del carácter deliberante de la Fuerza 154
. 

La mencionada Ley constaba de dos artículos, el primero de los cuales dispuso: "La fuerza 

armada no es deliberante. En consecuencia, los miembros del Ejército, de la Policía 

152 REAL ACADEMIA DE LA LENGUA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua española, Madrid , 
ES PASA- CALPE, 2001, pp. 876. 
15

' No obstante el gobierno de la época era liberal , en el mismo existió una importante pa11icipación del 
parl ido Conservador. 
154 ROA SÁNCHEZ. Ob. Cit. , pp. 44 
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Nacional y de los cuerpos armados de carácter permanente, departamentales o municipales, 

no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo". 

Luego, hasta el gobierno liberal de Enrique Olaya Herrera los militares pudieron hacer uso 

de su derecho al voto, sin embargo con la ley impulsada por su gobierno, y que más tarde 

con el Acto Legislativo No. O 1 de 1945, se proscribió hasta nuestros días la posibilidad de 

que los miembros de la Fuerza Pública acudan a las urnas, limitación que tiene carácter 

constitucional. 

El artículo 74 del Acto Legislativo No. 01 de 1945 modificó el artículo 168 de la 

Constitución, el cual quedó así: 

La Fuerza Armada no es del ibcrante. 
No podrá reunirse sino por orden de la autoridad legítima, ni dirigir peticiones s ino sobre asuntos 
que se relacionen con el buen servicio y la moralidad del Ejército, y con arreglo a las leyes de su 
inst ituto. 
Los miembros de l Ejército, de la Policía Nacional y de los Cuerpos armados de carácter 
permanente, no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo, ni 
intervenir en debates políticos. 

Es posible que la equiparación entre deliberar y sufragar, o el entendimiento de este último 

derecho como consecuencia de la posibilidad de deliberar, en buena parte corresponda a las 

acusaciones respecto del carácter partidista conservador que se hacía a la Fuerza Armada 

durante la primera mitad del siglo XX, por cuanto, no existen serias referencias históricas a 

la ocurrencia de un debate políticamente sólido sobre estas dos figuras , ni menos aún, sobre 

los efectos que la asimilación de las mismas podría traer tanto para los destinatarios de la 

norma, como en general para el país. 

De acuerdo con la imposibilidad de sufragar de los miembros de la Fuerza, el Decreto 2241 

de 1986 Código Electoral, estableció la obligación de los Comandantes de las Fuerzas 

Armadas de enviar a la Registraduría Nacional del Estado Civil, hasta tres (3) meses antes 

de la fecha de las votaciones y con carácter reservado, la lista del personal de oficiales, 

subo liciales y miembros de las distintas armas, con indicación de los respectivos números 

de cédulas, a efecto de que sean omitidas en las listas de sufragantes para la elección 
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correspondiente; igual obligación determinó para el Ministro de Justicia respecto del 

personal de guardianas de las cárceles, y a los funcionarios administrativos respecto de los 

guardas de aduana y de rentas departamentales, figuras estás dos últimas desaparecidas en 

la actualidad. 

Ahora bien, la Asamblea Nacional Constituyente que dio origen a la Carta Política de 1991, 
no se ocupó en mayor medida de esta discusión , sin embargo, bien vale la pena citar las 
principales intervenciones, que a la postre concluyeron con la ratificación de la fórmula 
establecida desde 1945: 

Fuerza Pública y Derechos Políticos (A1tículo 168. Constitución Nacional) 

Se estudiaron las propuestas del Gobierno, de la Policía Nacional, de la AD-M-19, del partido 
Social Conservador, las cuales fueron coincidentes y por otra pa1te de la U. P., y los constituyentes 
Fabio Villa y Francisco Rojas Birry que aparecen al final. 

La propuesta de la mayoría quedaría de la siguiente forma: 

Artículo. _ Fuerza Pública y Derechos Políticos. 
"La Fuerza Pública no es deliberante, ni podrá reunirse, sino por orden de la autoridad legítima, ni 
dirigir peticiones, sino en asuntos que se relacionen con el buen servicio y moralidad de la Fuerza 
Pública y con arreglo a la Ley. 
Los miembros de la Fuerza Pública no podrán ejercer la función del sufragio, mientras 
permanezcan en servicio activo, ni intervenir en debates pa1tidistas" 

Este precepto acoge para la Fuerza Pública, la prohibición del artículo 168 de la Constitución 
Nacional en el sentido de no ser deliberantes, no ejercer el sufragio, ni participar en actividades 
proselitistas. Pues resulta a todas luces inconveniente conceder el derecho del sufragio a los 
miembros de la Fuerza Pública, porque la experiencia vivida en tiempos pretéritos en nuestro p:1!s. 
demostró que esta circunstancia politizó a la Fuerza Pública y puso en peligro la unidad 
institucional. 

[.o.] 

El Constituyente Fabio Villa propone: "La fuerza pública será del-iberante, con ocas1on de las 
condiciones de prestación del servicio, con arreglo a la Ley. Sus miembros podrán s iempre ejercer 
el derecho del sufragio". 

El Constituyente Fernando Carrillo propone: "Que la Ley regulará el procedimiento para el 
ejercicio del sufragio''. 
El Constituyente Francisco Rojas Birry propone: "Que los miembros de la Policía tengan los 

mismos derechos de los demás ciudadanos, es decir el del sufragio y el de la asociación" 
155

. 

En un debate posterior: 

155 COLOMB IA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Guceta Constitucional No. -U 12 de abril 
de 199 1 
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Dr. Otty Patiño Hormaza: Finalmente, hac iendo una referencia patticular quiero manifestar, que al 
igual que el país, las Fuerzas Armadas neces itan un momento de democracia. Los cambios 
ocu rridos en e l mundo y los que están ocurriendo en Colombia, ameritan ajustes en la doctrina y 
estructuración de las armas de la Rep ública. Pa11imos, claro, de que uno de los prerrequis itos para 
la conso lidac ión de la paz es e l monopolio de las armas por parte del Estado. Partimos también de 
que so lamente con e l concurso de las propias inst ituciones armadas podremos actuali zar las 
normas vigentes. Por e llo, propongo la creación de una comisión accidental que elabore un 
artícul o trans itorio en donde se faculte por una so la vez y con un tiempo prudencia l a los a ltos 
mandos de las Fuerzas Armadas para ejercer e l carácter de liberatorio de que hoy carecen, con la 
excl usiva fina lidad de e laborar y proponer a l órga no legis lat ivo la actua li zación al título 16 de la 

actua l Constituc ió n
156

• 

Como se nota, sin bien se dividieron los criterios de deliberación y de sufragio, imperó una 

tendencia que circunscribe el derecho de participación de estos ciudadanos, a su posible 

intervención partidista, conceptos estos que en modo alguno son análogos, incluso, 

prevaleció una cierta tesis que parte de considerar a los miembros de la fuerza pública 

como sujetos con cierto grado de minusvalía mental , lo que genera la necesidad de 

protegerlos de la ingerencia que sus superiores puedan ejercer sobre ellos al momento de 

ejercer el derecho al sufragio. Esta concepción es incluso compartida por Oficiales de 

reconocida trascendencia en temas de doctrina militar como el General Álvaro Valencia 

Tovar, para quien: 

[ ... ] oto rga r e l voto a los militares ll eva implícitos riesgos que la república no debe correr, ni las 
Fuerzas Armadas aceptar. S in necesidad de emitir ord en a lg una, un comandante puede influir en 
forma suti l y decisiva sobre sus subordinados, sobre todo s i ejerce un liderazgo mora l e intelectual , 
deseab le para fin es castrenses . Inclus ive, fuera del servicio pueden surgir consultas de oficinales y 
suboficia les jóvenes a sus jefes, y con mayor razón de so ldados. La vida cuartelaria no ofrece 
muchas oportunidades para ilustrarse sobre e l acontecer político, y s i e l sufragante carece de 
información, bien dará su voto a ciegas o pedirá consejo a sus superiores. [ .. . ] La deliberación se 
introduciría inevitab lemente a los cue rpos a rmados, con resu ltados tan noc ivos como 
. . 157 
111necesanos 

La posición transcrita puede ser objeto de controversia, por cuanto en pnmer lugar 

pareciera señalar que los únicos funcionarios susceptibles de algún tipo de injerencia o 

inf1uencia sobre su opción al sufragar son los miembros de la Fuerza Pública, lo que 

desconoce las constantes denuncias que en época electoral se producen en contra de altos 

dignatarios públicos por conductas lesivas contra la libertad de decisión de sus 

156 COLOMB IA. ASAMBLEA NAC IONAL CONSTITUY ENTE. Caceta Constitucional No. 108, 26 de 
junio de 1991 
157 ALVARO VALENC IA TOVA R. El voto pa ra los Militares. En: Periódico El Tiempo. Editoria l. 21 de 
sept icmbre de 1990. 
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subordinados; no en vano la ley 996 de 2005 reiteró las prohibiciones a los servidores 

públicos durante las campañas electorales, por cuanto tratándose principalmente de 

miembros del ejecutivo, tienen en sus manos la posibilidad de usar las herramientas propias 

de los programas de política pública para inclinar la balanza a favor o en contra de uno u 

otro candidato. 

De otra parte, los miembros de la Fuerza Púb li ca tienen una posición de privilegio a la hora 
de ejercer el derecho al voto, en tanto por mandato constitucional deben recibir instrucción 
democrática, disposición ésta que no es meramente retórica, sino que debe otorgarles 
elementos reales para su formación como sujetos políticos al interior del Estado: 

Las fuerzas militares constituyen un instrumento esencial de la democracia y de los derechos 
humanos; la justificación de su existencia, es inseparable de su vigencia y preservación, tarea que 
signa de manera indeleble su quehacer cotidiano. No es un agregado insustancial del plan de 
estudios del militar, la exigencia formulada por el mismo Constituyente en el sentido de que "en 
las etapas de su formación , se les impartirá la enseñanza de los fundamentos de la democracia y de 
los derechos humanos" (C.P. , art. 222). El militar desde el punto de vista individual, repite el 
objetivo de la organización servicial a la que pertenece, y se describe como el profesiona l cuyo 
sentido exi stencial y función primordial es defender la Constitución y lo que ésta ordena: respeto a 
la democracia y a los derechos humanos. En estas palabras la Corte define la primera lealtad del 
militar en servicio, que es una fidelidad irrevocable e incondicional a su misión. El honor militar 
se adquiere, construye y demuestra en cada acto del servicio que no escatime esfuerzo ni sacrificio 
alguno en la devota entrega a este primerísirno deber, en el que se cifra la admiración y el aprecio 

del pueblo por sus soldados y en el que se ofrece la pauta suprema para juzgar su valor y coraje 
158

• 

Cabe entonces preguntarse a cuántos de los Colombianos que acuden a las urnas se les 

imparte enseñanza sobre los fundamentos de la democracia, o cuántos asisten a los 

certámenes electorales consientes de su papel al interior de la sociedad y de manera 

particular, movidos por un compromiso del más alto valor ético. 

Tampoco es cierto entonces que los cuarteles no ofrezcan oportunidades para la 

ilustración del acontecer político, prueba de ello es el alto perfil del doctrinante citado, 

quien fue formado en la milicia, pero más allá de ello, sería un contrasentido no 

reconocer que el proceso de profesionalización de las Fuerzas Armadas, ha implicado 

una reestructuración de los planes de estudios, acordes no sólo con los momentos que 

158 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-578 Je 1995. MM.PP. Eduardo Cifucntes 
Muñoz, diciembre 4 de 1995 
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vive el país, smo con las exigencias internacionales que parten de considerar al militar 

como un miembro activo de la sociedad y no como un sujeto pasivo ejecutor de órdenes. 

Así, el miembro de la Fuerza Pública no puede ser a la vez un actor político que trabaja 

por la defensa de un Estado, esto es de una organización esencialmente política, y 

exigírsele al tiempo un carácter apolítico, esto es, en palabras de Roa Sánchez, un mito, 

por cuanto el carácter político de la institución en cuanto tal, es ajeno a su 

instrumentalización partidista, fenómeno que cada día está en mayor capacidad de 

contraJTestar. 

Reflexiones como las anteriores, sumadas a otras atinentes a la garantía del derecho a la 

igualdad, animaron la presentación ante el Congreso de la República del Proyecto de 

Acto Legislativo 403 de 2004, que pretendió, manteniendo el carácter no deliberante de 

la Fuerza Pública, restablecer el derecho al voto de sus miembros: 

[ ... ] En hora buena la sociedad colombiana, el Senado de la República, la Cámara de 
Representantes y demás instituciones del Estado, asumen el estudio de esta iniciativa que pretende 
ampliar en cierto modo el espectro de la democracia representativa en consonancia con e l concepto 
de estado soc ial de derecho. Una breve y sucinta exposición de motivos reseñamos a continuación. 

[ ... ] la negativa de otorgar e l derecho a l voto a ci.::rtos individuos integrantes de ciertos segmentos 
de la sociedad es en realidad una actitud discriminatoria. 

[ ... ] No se podría negar que en tiempos remotos de nuestra historia patria algunos gobiernos en 
Colombia utilizaron al ejército y a la policía como un e lemento de fraude y coacción electoral, y 
que sus miembros fueron constreñidos para sufragar por las preferencias del régimen de turno. 

Sin embargo, al revisar la histo ria y el devenir electoral del país, es de resaltar e l pape l 
desempeñado por la Fuerza Pública y e l desarrollo constituciona l paralelo a este proceso. En este 
sentido, es importante destacar el profesiona 1 ismo de los mi 1 ita res durante nuestra vida re pub 1 icana 
y su comportamiento imparcial y objetivo en los procesos electora les, inc lusive cuando e l derecho 
al voto le era reconocido constitucionalmente, y só lo vino a ser abolido en el año de 1930. 

[ ... ]al concepto errado que algunas personas tienen sobre e l término de la no deliberación. según 
e l cual, esta prohibición incluye también la imposibilidad de votar. Para desvirtuar esta apreciación 
es válido traer a colación lo sostenido por la Corte Constitucional en Sentencia C-72 de 1993, M. 
P . .José Grcgorio llernández Galindo que precisa: "debe entenderse que la prohibición 
constitucional de deliberar se impone sólo con respecto al cumplimiento de órdenes legítimas 
emanados de autoridad competente" Es tan clara la posición de la Corte sobre la diferencia entre 
no deliberar y no votar, que sólo basta observar el desarro llo de la norma, tanto a nive l nacional 
como en derecho comparado, para comprobar que en todas las latitudes se separan claramente I:Js 
dos ~xpresiones, e inclus ive en los países donde se permite el voto a los militares se establece la 
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no deliberación, entendida esta en los términos que lo precisa nuestra C011e Constitucional. 

[ .. . ] En relación con la iniciativa que nos ocupa, es evidente que las circunstancias que dieron 
origen a la prohibición constitucional de sufi·agar a los miembros de la Fuerza Pública son 
totalmente diferentes a las actuales; otros eran los días en que ejércitos y partidos se confundían en 
la lucha por el poder. 

En la actualidad, la Fuerza Pública es una institución imparcial , que actúa para la defensa externa y 
el mantenimiento del orden público; sin embargo, por las graves circunstancias de orden interno 
que aq uejan al país en los últimos tiempos, la han obligado a ocuparse, casi exclusivamente, de 
este fi·ente. 

Además los militares y policías, considerados individualmente son, hoy en día, altamente 
profes ionales, académicamente estructurados e involucrados en el desarrollo político, social y 
económico del país. 

[ ... ] Otro aspecto que se debe tener en cuenta es que el voto es un acto individual , producto de la 
autonomía de la voluntad; por tanto, no es un acto de grupo o de cuerpo, es un acto 
eminentemente particular y soberano. 

[ ... ] Asimismo, el sufragio está vinculado al principio de la universalidad, que se fundamenta en 
un concepto simple, según el cual, a un hombre un voto, y excluye cualquier discriminac ión por 
razones de riqueza, capacidad, creencia, condición o grupo social. Subrayamos. 

La contundencia de los argumentos no tuvo el peso que posibilitara el cambio 

constitucional, y prevaleció la voz de aquellos que siguen viendo en la Fuerza Pública a 

un enemigo de la democracia y no a uno de sus principales defensores; sin embargo cada 

día son mayores las voces que se alzan para reclamar la vigencia de sus derechos como 

medio para alcanzar mayores niveles en el perfeccionamiento de nuestro ~istema 

democrático 159 

159 WILSON HER RERA LLANOS. La rama ejecutiva del Poder público. [en línea]. En: Revista de Derecho 
Universidad del Norte. [Barranquilla] no. 21 [citado 8 agos. 201 1 ]. Disponible en: 
[http ://www. lexbaseco lombia. in fo/unorte/derecho%202 1 / la%20rama%?0ejecutiva. htm] 
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3. CONCLUSIONES 

- En la actualidad la consolidación del principio democrático al interior de una sociedad 

radica de manera fundamental en la vigencia real y universal de los derechos humanos, y 

dentro de estos, el de participación, que materializa la esencia de seres políticos de los 

asociados de un Estado. 

- Las restricciones al derecho del sufragio pueden ser en sentido activo o pasivo. Las de 

carácter positivo, se contraen a las exigencias relativas a la ciudadanía, la edad, la 

pertenencia al censo electoral, entre otras que incluyen las concernientes a la profesión 

(caso de los miembros de la Fuerza Pública); desde el punto de vista negativo, están las 

inelegibilidades o circunstancias tendientes a salvaguardar la imparcialidad en acceso a los 

cargos y en desempeño de las funciones públicas. 

- La Constitución Política de 1991 , no incluyó cambios trascendentes en relación con la 

Fuerza Pública, manteniendo el paradigma liberal sobre su runción y composición, así 

como su carácter no deliberante y la prohibición del sufragio vigente en Colombia desde 

1930. 

- La prohibición del derecho al sufragio a los miembros de la Fuerza Pública en Colombia, 

pa11e de la errónea asimilación de los criterios de deliberación y sufragio, en el sentido de 

entender que este último es la expresión de aquel, comprensión que no corresponde con el 

alcance político y jurídico de estas expresiones, y que por tanto, priva de manera ilegitima a 

un grupo significativo de ciudadanos de su derecho humano a participar de la vida política 

del país del cual son nacionales. 

- Las condiciones políticas que históricamente pudieron sustentar la limitación del derecho 

al sufragio de los militares, radicadas fundamentalmente en su propensión partidista, están 

superadas en la actualidad, por cuanto Colombia cuenta con una Fuerza Pública altamente 

profesionalizada y una estructura de política criminal sólida en contra del flagelo del 

constreñimiento electoral que hace inútil y dañino el mantenimiento de la restricción. 
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- Otorgarle el derecho a sufragar a los miembros de la Fuerza Pública, no sólo 

perfeccionaría el sistema democrático colombiano, sino a su turno fortalecería su papel 

como defensores del Estado Social de Derecho, en cuanto posibilita su intervención directa 

en la construcción del paradigma de sociedad que establece la carta política, con 

argumentos que van más allá del poder que les confiere las armas. 
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RESUMEN 

Este documento busca analizar ios principales debates que actualmente se producen con 

respecto al derecho al voto del personal militar en Estados Unidos, Canadá, Reino Unido, 

Paraguay y Argentina y los inconvenientes que se p1esentan para su cumplimiento. Se 

revisarán las jurisprudencias que han oficializado este derecho y se analizarán las ventajas y 

desventajas de la aplicación de la norma. 

De la misma forma, se realizarán acotaciones sobre los dos últimos países, con respecto a 

los diversos altibajos políticos que han motivado intermitencias democráticas, durante las 

cuales e ha determinado el criterio para vincular o no a sus Fuerzas Militares a los eventos 

electorales rutinarios de cada nación. 

Palabras Claves: Derecho al Voto, Fuerzas Armadas, Constitución, Ciudadanía, Derechos 

Humanos, Estados Unidos, Canadá, Reino Unido, Paraguay, Argentina, Dictaduras, 

madurez democrática. 

84 



INTRODUCCIÓN 

En muchos países del mundo las Fuerzas Militares tienen establecido el derecho al voto, sin 

que esto implique que los ejércitos se conviertan en organismos deliberantes. 

En el caso de Colombia, mediante el Acto Legislativo No. 01 de 1945 se determinó que 

"existía inseparable conexidad entre voto y deliberación en materia de política 

partidista" l60. En otras palabras, y siendo coherente con lo publicado por autores como el 

General Álvaro Valencia Tovar, se suspendió el derecho al voto de los militares, infiriendo 

que la disciplina militar y la estructura castrense inclinarían la intención de voto de los 

subordinados al criterio de los comandantes; además, en un país tan politizado como 

Colombia, los efectos de las pasiones políticas implicarían muchos riesgos para el Estado y 

para las Fuerzas Militares, que se volverían vulnerables ante la intrusión de la política. 

No obstante, en otros países este asunto se enfoca desde una perspectiva diferente, 

buscando que los militares gocen de todos sus derechos como ciudadanos, aplicando como 

votantes dentro de procesos electorales. Este es el caso de Estados Unidos, Canadá. Reino 

Unido y Argentina. 

Por otra parte, en Suramérica hay Estados como Paraguay, que consideran poco 

conveniente la inclusión de sus efectivos militares en la toma de estas importantes 

decisiones para el país. Se puede interpretar que de alguna forma, la joven democracia de la 

que gozan los paraguayos, después de una larga dictadura, entiende que es mas sano para el 

fortalecimiento de su institucionalidad, restringir los derechos del personal activo de las 

Fuerzas Militares. 

160VALENCIA, Álvaro. El Tiempo. EL VOTO PARA LOS MILITARES. (En línea) disponible en 
http ://ww\v.elticmpo.com/arch ivo/documento/MAM-60695 (citado: 16 de Ju 1 io de 20 1 1 ). 
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3. DERECHO AL VOTO MILITAR EN EL MUNDO 

A nivel global, existen muchas diferencias de criterio para la aplicación de la norma 

referida. En la Tabla No. 1 se pueden observar los casos en que el derecho al voto es 

otorgado o negado a los militares. 

Países con derecho al voto para los 

militares 

Países sin derecho al voto para los 

militares 

JArmenia JJAngola 
~==============================~ 
¡Australia IIArgentina 
~==============================~ 
¡Belice 1 Brasil (Rango de Sargento y subalternos) 

~==============================~ 
¡Bol ivia IIChad 
~==============================~ 
¡Bulgaria ¡¡Colombia 
~==============================~ 
¡canadá ¡¡República Dominicana 
~==============================~ 
¡china ¡¡Ecuador 
~========================~ 
IRepubli ca Checa ~~Guatemala 
~========================~ 
IFrance ~~Honduras 
~========================~ 
¡Alemania lllndoncsia 
~========================~ 
¡rsrael IIKuwait 

¡Nueva Zelanda ¡¡Paraguay 

¡Nicaragua IIPerú 

¡Filipinas ¡¡senegal 

¡Poloni a IITúnez 

¡Rusia ~~Turquía 

¡sudáfrica ~Uruguay (Rango de Cabo y subalternos) 

1~ ========================~¡c___ ____________ ~ Suecia ·~ 
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Países con derecho al voto para los Países sin derecho al voto para los 

militares militares 

jReino Unido 

¡Estados Unidos 

¡venezuela 

¡ucrania 

¡vietnam 

TABLA No. l "DERECHO AL VOTO MILITAR EN EL MUND0" 161 

En la mayoría de los países democráticos se busca garantizar el derecho de todos Jos · 

ciudadanos habilitados para votar, mediante normas consignadas en la Constitución; es 

decir, se eliminan las limitaciones a los derechos de voto de los militares y funcionarios 

públicos con características profesionales similares. 

3.1. DERECHO COMPARADO VOTO MILITAR EN ESTADOS UNIDOS, 

CANADÁ Y REINO UNIDO 

3.1.1. Voto Milita•· en Estados Unidos 

En Estados Unidos, la Ley de Ciudadanos Uniformados y Voto en el Extranjero de 1986 

permite al personal militar y miembros de su familia habilitados, el voto en ausencia, dentro 

y fuera de los Estados Unidos. Los ciudadanos en el extranjero tienen derecho a votar por 

funcionarios federales del Estado en el que residían antes de salir del país. En 1993 , a través 

de la Ley Nacional de Registro de Votantes se permitió a las personas regi strarse para votar 

o cambiar sus datos de registro de votantes por intermedio de los oficiales de reclutamiento 

de las Fuerzas Armadas; asimismo, en el 2000, el secretario de Defensa William Cohen 

161 ACE Project, The Electoral Knowledge Network. Voting Rights of the Military. (En línea) di sponible 
http ://aceproject.org/sea rch0 ScarchableText=derecho+a l+voto+de+ los+mi litares (citado: 18 de Julio de 
20 11 ). 
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publicó una directriz que regulaba la utilización de las instalaciones de defensa como 

lugares de votación 162
. 

Teniendo en cuenta los desplazamientos de gran parte de sus ejércitos a ultramar, estos 

países han legislado y diseñado políticas para permitir el voto por correo o en centros de 

votación especiales establecidos en sus unidades, durante elecciones federales y referendos. 

Este voto desde el exterior busca garantizar la universalidad del derecho al voto, pero en 

algunas ocasiones se convierte en una metodología controvertida por el pa1iidismo que 

puede influenciar o limitar el campo de visión y decisión de los militares que se encuentran 

cumpliendo actos del servicio fuera de su país de origen. 

En cualquier caso, las Fuerzas Armadas deben mantenerse políticamente neutrales y servir 

lealmente al gobierno legítimamente elegido, sin ser integrantes o activistas de un partido 

político. A pesar de estos conflictos, el derecho al voto es una reivindicación de los 

derechos que tiene el militar como ciudadano y no se debe considerar el registro electoral y 

la emisión del voto como un acto político, sino como un deber cívico. Consecuentemente, 

al no poder cumplir con su compromiso de votar, el militar será considerado como un 

-> ciudadano con derechos limitados 163
. 

Al no otorgar el derecho al voto, se negará la posibilidad de materializar la opinión del 

personal militar en las urnas, mec::\iante un acto político que se. basa en que cada ciudadano 

sea capaz de expresarse a través del sufragio universal para aportar o definir el rumbo de 

una comunidad. Se debe romper el paradigma de que al conceder este derecho a las Fuerzas 

Armadas, se presentarán inconvenientes o emancipaciones de carácter violento; si bien es 

t!Í 62ACE Projcct, The Electoral Knowledgc Nctwork. MILITARY VOTING RIGHTS, Excerpts from legal 
framework of various countries covering voting rights for the military. (En línea) disponible en 
http ://aceprojcct.org/ero-en/topics/legal-framcwork/military-voting-000717.doc/view (citado: 19 de .1 u 1 io de 
2011). 

J 163 MEADOWCROFT, Michael. Why thc Military and the Poi ice should register and vote. (En líncR) 
di sponible en http://www.bramlev.<.lemon.co.uk/currentaffairs/militarvpoliceeng.html (citado: 20 de Julio tk 
20 11). 

88 



cierto que se deben implementar cambios en la cultura electoral y militar para llegar a un 

estado ideal, hay numerosas experiencias a nivel mundial que han demostrado los aspectos 

positivos de esta política. 

De la misma manera, en la mayoría de los casos se ha podido determinar que las 

preferencias de los votantes militares son similares a las de los votantes ordinarios, 

demostrando la imparcialidad que debe acompañar al sistema. 

" En este orden de ideas, el voto militar se puede traducir en la expresión de la opinión 

genuina de los integrantes de la organización castrense sobre su gobierno, lo que eliminará 

cualquier excusa para la expresión violenta por falta de canales de comunicación. 

En Estados Unidos, a pesar de tener esta atribución constitucional y de la promesa de una 

ley federal de 2009, disefíada para mejorar la capacidad de los miembros de las Fuerzas 

Militares para ejercer su derecho al voto, los electores militares siguen siendo el grupo de 

votantes más privados de derechos. Por ejemplo, los datos de la elección de 201 O muestran 

que sólo un 4,6 por ciento de los votantes militares fueron capaces de emitir un voto en 

ausencia. 

La política actual de voto en el exterior se estableció en 1986, cuando el Congreso aprobó 

la Ley Electoral de Ciudadanos Uniformados y Ausentes en el Extranjero (UOCAVA) que 

reemplazó la Ley Federal de Asistencia al Voto de 1955 y la Ley de Derechos Ciudadanos 

en el Extranjero de 1975. Esta ley facilitó el voto por correo para el personal militai- y 

ciudadanos estadounidenses que residen en el extranjero y estipula que pueden seguir 

votando a un cargo federal, incluso si no tiene una dirección actual en los Estados Unidos. 

De acuerdo con la Oficina de Contabilidad General, esta ley cubre aproximadamente 6.1 

millones de ciudadanos estadounidenses, incluyendo 2.7 millones de miembros de las 

fuerzas militares y sus dependientes 164
. 

1MALYAREZ, Michael. Military Yoting and the Law: Proccdural and Techno logical Solutions to the Bal lot 
Transit Problem. Caltech. University ofUtah. Vtp Working Paper #53. Utah, 2007. Pág. 28-30. 
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Sin embargo, muchos votos son anulados por fallas en su diligenciamiento o porque llegan 

extemporáneamente a los puntos de recolección; estos requisitos varían de acuerdo al 
16-Estado en el que se vaya a votar ) . 

Las dificultades logísticas asociadas con las votaciones militares, especialmente durante los 

despliegues de Fuerzas y períodos de conflicto prolongado, siempre han existido, pero no 

son insuperables. No se deben escatimar esfuerzos para asegurar el cumplimiento de la Ley 

de Empoderamiento de Votantes Militares y en el Extranjero (ley MOVE). El presidente 

Obama tiene una clara oportunidad para ayudar a cumplir con la promesa de la Ley MOVE, 

pero solo se logrará si toda la administración está comprometida para hacer de la cuestión 

. "d d 166 una pnon a . 

3.1.2. Voto Militar en Canadá 

En el caso de Canadá, esta jurisprudencia fue incluida en la Ley de Elecciones de 1999, 

mediante el Artículo 51 que da a Jos militares el derecho al voto. 

Para esta nación, se ha determinado que los electores integrantes de las Fuerzas Armadas 

son los siguientes: 

• Miembros de la fuerza regular. 

• Los miembros de la Reserva .en entrenam.iento a tien;po completo, o.de servicio o en 

servicio activo. 

• Civiles empleados fuera del país por las fuerzas canadienses como profesores o 

personal de apoyo administrativo en las escuelas de las Fuerzas Canadienses. 

165GENERAL ACCOUNTING OFFICE. Elections: Voting Assistance to Military and Overseas Citizens 
Should Be lmproved. General Accounting Offíce O 1-1026. 200 l. Pág. 40-41. 
166 EVERSOLE, Eric. A President's Oppoitunity: Making Military Voters a Priority. Thc 1-leritagc 
Foundation. Massachusetts, 201 1. Legal memorandum No. 71. 
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Conforme a la Ley Electoral de Canadá y la legislación que regula los referendos federales, 

para poder votar, los electores de las fuerzas canadienses deberán ser ciudadanos 

canadienses y tener como mínimo 18 afíos de edad el día de la votación. 

Los electores de las Fuerzas Armadas Canadienses también pueden votar en las mesas 

electorales de civiles si están registrados y son residentes de la zona en el momento de un 

evento electoral. Una vez que un miembro de las fuerzas armadas canadienses ha realizado 

su declaración de residencia habitual, recibirán un kit de boleta electoral especial antes de 

la elección y será su responsabilidad asegurar que su voto llegue a Ottawa antes de las 6:00 

pm, hora de Ottawa, el día de la votación. El personal militar tiene la opción de enviar la 

boleta por correo o .a través de un oficial adjunto delegado para el trámite mediante un 

protocolo especial 167
. 

En cuanto al oficial delegado, es un representante del proceso electoral que no debe tomar 

parte en ninguna actividad partidista en el curso de sus deberes desde catorce (14) días 

antes de las elecciones ordinarias, hasta e incluyendo el día noveno antes de las elecciones. 

Esto significa que: 

• No debe dar opiniones o material de exposición que apoye o se oponga a un partido 

político, candidato o comité de referéndum, mientras que está ilevando a cabo sus 

deberes. 

• Sólo debe responder a las preguntas relacionadas con el proceso electoral. 

• No debe trabajar por cualquier candidato; partido político o comité de referéndum, 

ni asistir a ninguna función política o reuniones en los días 168
• 

3.1.3. Voto Militar en El Reino Unido 

167 ACE Project, The Electoral Knowledge Network. Voting Rights of the Military. (En línea) disponible en 
http://aceproject.org/search?SearchableText=derecho+al+voto+de+ los+militares (citado: 18 ue Julio de 
20 11). 
168EC Docs, Elections Canada Documents. Voting by Canadian Forces Electors, Deputy Returning Officer ' s 
Manual. (En línea) disponible en www.elections.ca (citado: 18 de Julio de 20 1 1 ). 
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En el caso del Reino Unido, los miembros de las fuerzas armadas pueden registrarse para 

votar en su domicilio al igual que un elector civil normal o como un votante en servicio. 

Los votantes en servicio tienen derecho a votar en las elecciones locales, parlamentarias y 

de parlamentarios europeos en el Reino Unido. 

Los votantes en serviCIO que strven en las Fuerzas Armadas en el extranjero deben 

completar una declaración de servicio cada año que están fuera del país, mediante la 

presentación de un formulario de solicitud de registro como votante en servicio, que pueden 

obtenerse en la Oficina de Elecciones o a través de la unidad militar correspondiente. Los 

votantes en servicio deben registrarse en una dirección en que hayan vivido en el pasado o 

en la que vivirían si no fueran destacados en el extranjero. 

Los votantes en servicio pueden nombrar a una persona para votar en su nombre en la mesa 

electoral (un apoderado), o votar por sí mismos mediante el correo. Si el voto por correo es 

elegido, el solicitante debe tener en cuenta los plazos en el tiempo, ya que la papeleta de 

votación sólo se emite una o dos semanas antes de las elecciones 169
• 

3.2. DERECHO COMPARADO VOTO MlLITAR ARGENTINA Y PARAGUAY 

La legitimidad de la democracia va ligada directamente a la estructuración y confiabilidad 

de su proceso electoral. Una jornada electoral digna de un Estado, debe ofrecer resultados 

coherente.s con el desarrollo político de la población y. la solidez de las instituciones 

responsables de garantizar que estas se cumplan a cabalidad, " ... en la medida en que el 

derecho electoral cimienta la certeza de que la representación política corresponde a la 

voluntad política del electorado expresada mediante el voto, este derecho se convierte en un 

instrumento étnico-jurídico para garantizar la democracia" 170
. 

169 ACE Project, The Electoral Knowledge Network. Voting Rights of the Military. (En línea) di sponible en 
http: //aceproject.org/search?SearchableTex t=derecho+al +voto+de+ los+militares (citado: 18 de Julio de 
201 1 ). 
170 Tratado de derecho electoral comparado de América Latina. [En línea]. Disponible en: 
http://www.fundacioncivis.org.ar/Tratado de Derecho Electoral Comparado de America Latina.pdf. 
[Consultado del 9 de agosto de 201 1] 
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De ahí que, la Carta Magna de los Estados normalmente contiene los elementos básicos y 

fundamentales que nom1alizan el proceso electoral. De igual forma: 

Todas las constituciones deben incluir normas relativas a los derechos políticos - y deberes, 
respectivamente-, en cuyo centro se encuentran las condiciones genera les del derecho al sufrag io 
activo y pasivo y las posibilidades que t ienen los ciudadanos de participar en la toma de decisiones 
políticas. Los 19 países latinoamericanos regulan este aspecto en su Constituc ión. Mientras que en 
algunos países los derechos políticos también aparecen en la ley electoral , Argentina es el único 
país donde la definición de quiénes son los electores no se encuentra en la Constitución sino 
solamente en la ley electoral. 171 

Seguidamente se señalará la observancia puntual que Argentina y Paraguay hacen para 

institucionalizar sus democracias, desde la óptica de los derechos políticos de sus 

ciudadanos. 

En América Latina son diversos los criterios que se manejan, respecto de reconocerle a sus 

militares activos el derecho político mediante el voto aclarando que "los derechos políticos 

son aquel grupo de atributos de la persona que hacen efectiva su participación como 

ciudadano de un determinado Estado" 172
. A pesar de todo, como se ha referido 

anteriormente, resulta paradójico que en algunos de los países afectados por golpes 

militares, se haya podido considerar viable y legítimo el derecho a elegir en las urnas por 

parte de los miembros de sus Fuerzas Armadas: 

País 

Argentina 

Bolivia 

171 lbid. 

¿Tienen los militares de'rech.o al voto? 

¿Pueden ejercer cargos de elección popular? 

Los militares de carrera sí tienen derecho al voto, pe1·o no a 

la filiación partidaria. 

Los militares sí tienen derecho a) voto, pero no a la filiación 

partidaria. Los militares en cargo activo no pueden ser 

172 Tratado de derecho electoral comparado de América Latina. Op. Cit. 
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Chile 

Colombia 

Ecuador 

El Salvador 

Guatemala 

Honduras 

México 

Nicaragua 

Panamá 

Paraguay 

Pe•·ú 

candidatos a elección popular. Para hacerlo deben 

renunciar al cargo. 

Los militares sí tienen derecho al voto. Para ejercer cargos 

públicos tienen que renunciar al cargo militar. 

Los militares no tienen derecho al voto y no pueden ejercer 

cargos públicos. 

Los militares no tienen derecho al voto. Pueden ejercer 

cargos populares si son dados de baja. 

Los militares sí tienen derecho al voto, deben ejercerlo sin 

uniforme. Sí pueden ejercer cargos públicos y, en servicio 

activo, no pueden hacer propaganda partidista. 

Los militares no tienen derecho al voto. Tienen que 

renunciar al cargo para poder sufragar. 

En razón de su deber de proteger el proceso electoral, los 

militares no tienen derecho al voto ni la posibilidad de 

ejercer cargos de elección popular. Solo los militares 

inactivos pueden votar y ejercer cargos públicos. 

Los militares sí tienen derecho al voto. Tienen que pedir 

licencia si quieren ejercer un cargo de elección popular. 

Los militares sí tienen derecho al voto y sí pueden ejercer 

cargos públicos. 

Los militares sí tienen derecho al voto. Se les prohíbe la 

participación política y el ejercicio de cargos de elección 

popular. Deben renunciar para poder hacerlo. 

Los militares no tienen derecho al voto. 

Por resolución legislativa, a partir de las elecciones del 2006 

los militares tendrán derecho al voto. No pueden ser electos 

a cargos de elección popular. 
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Puerto Rico 

Uruguay 

Venezuela 

Los militares sí tienen det·echo al voto, incluso al voto 

ausente (por correo). La única restricción es que no pueden 

fungir como funcionarios electorales el día del sufragio, no 

pueden vestir corno militares. 

Los militares sí tienen derecho al voto, sufragan en toda 

clase de elecciones, incluso en las internas de partidos 

políticos. No pueden tener filiación partidaria y deben 

renunciar si quieren ejercer cargos de elección popular. 

Los militares sí tienen derecho al voto. 

Tabla No. 2 Estatus de los militares con respecto al voto y al ejercicio de cargos de elección 
1 A , . L . 173 popu ar en menea atma . 

En contraste, Argentina y Paraguay maneJan doctrinas contrarias, como se observa en el 

cuadro anterior. En este sentido, se realizará una observación al interior normativo de cada 

uno de estos Estados, para tener una clara percepción en derecho, de su manera de 

considerar el alcance de los derechos ciudadanos de los militares activos. 

3.2.1. Voto Militar en Argentina 

La democracia Argentina se encuentra normalizada debidamente en su concitación 

nacional , cuya última gran reforma se dio en el año de 1994. Su alcance respecto de los 

derechos y deberes de sus ciudadanos presenta una particularidad en lo referente al tema de 

participación ciudadana; el artículo 3 7 del documento en cuestión, refi ere la obligatoriedad 

para desarroll ar el derecho al sufragio: 

Artículo 37- Esta Constituc ió n garantiza e l pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al 
principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia, e l sufragio es 
universa l, ig ua l, secreto y ob ligatorio. 

173 Estatus de los militares con respecto a l voto y a l ejercicio de cargos de e lección popular en América 
Latina . [En línea]. Disponible en: www.iidh.ed.cr/multic/WebServices/Files.ashx?1ilelD=2734 . [Consultado 
el 9 de agosto de 20 11 ]. 
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La igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y 
partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el 
régimen electoralr 74

• 

Sin embargo, no es extraño que exista este criterio en región para convocar a la población 

habilitada para elegir: 

( ... ) el derecho electoral de América Latina nos presenta un panorama diverso en materia de 
obligatoriedad del voto. Tres vertientes son identificables: el voto consagrado exclusivamente 
como un derecho (Nicaragua, República Dominicana y Venezuela), el voto como deber sin 
sanción por su no ejercicio (Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, México y Panamá) y 
el voto obligatorio con sanción en caso de incumplimiento (Argentina, Bolivia, Brasil , Chile, 
Ecuador, Honduras, Paraguay, Perú y Uruguay). La existencia de estas tres vertientes representa 
una cierta ruptura con el pasado reciente, en el que la tendencia dominante era hacia la 
obligatoriedad del voto 175

. 

En Colombia no se maneja el concepto de obligatoriedad y se caracterizan las jornadas 

electorales por sus altos índices de abstinencia, " ... entre los varios lunares que dejó la 

Rcgistraduría Nacional del Estado Civil en las elecciones pasadas está el no definir 

oficialmente la cifra de abstención, que según los datos conocidos sería cercana al 56 por 

cicnto"' 176
. 

En Argentina el incumplimiento al deber de emitir su voto es castigado por la ley a lo cual 

refiere el Código Electoral Nacional en su artículo 125 de la siguiente forma: 

174 

No emrsron del voto. Se impondrá multa de cincuenta ($a 50) a qurnrentos ($a 500) pesos 
argeminos al e lector que dejare de emitir su voto y no se justificare ante cualquier juez electoral_ de 
distrito dentro de los sesenta (60) días de la respectiva elección. Cuando se acreditare la no 
emisión por alguna de las causales que prevé el artículo 12, se asentará constancia en su 
documento cívico. El infractor no podrá ser designado para desempeñar funciones o empleos 
públicos durante tres (3) años a partir de la elección. El juez electoral de distrito, si no fuere el del 

Constitución de la Nación Argentina. [En línea]. Disponible en: 
hllp :l/www.argentina.gov.ar/argentina/portal/documentos/constitucion nacional.pdf. [Citado el 8 de agosto de 

.Nlll 
175 Tratado de derecho electoral comparado de América Latina. Op. Cit. 
176 GONZÁLEZ TORO, Rafael. Abstención bajo en las legislativas. [En línea]. Disponible en: 
http://www.elcolombiano.com/BancoConocimiento/ A/abstencion bajo en las legislati vas/abstencion bajo 
en las leg is lativas .asp. [Citado el 8 de agosto de 2011] 
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domicilio del infractor a la fecha prevista en el artículo 25 , comunicará la justificación o pago de la 
multa al juez electoral donde se encontraba inscripto el elector 177

. 

Por esta razón, en el artículo 35 de la ley 24.904 de 1997, que entre otros aspectos, 

modifica el mismo del Código Electoral Nacional, genera disposiciones sobre la 

" ... comunicación de autoridades civiles y militares respecto de electores inhabilitados. Las 

autoridades civiles y militares deberán formalizar noventa días antes de cada elección 

mediante comunicación a los Jueces electorales la referencia de los electores 

inhabilitados " 178
. 

Por otra parte, se garantiza la consecución, conformación y eJerciCIO de los partidos 

políticos que agrupen en sus militancias a la sociedad dentro de una identidad 

participativa: 

Artículo 38: Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. Su 
creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a esta Constitución, la que 
garanti za su organización y funcionamiento democráticos, la representación de las minorías, la 
competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos, el acceso a la 
información pública y la difusión de sus ideas 179

. 

En este sentido, el sistema brinda gran importancia a diversos mecanismos de participación 

ciudadana que " ... tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la 

Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término 

de doce meses" 180
. 

La siguiente es la normatividad electoral vigente en Argentina para el desarrollo del su 

proceso electoral: 

177 Código Electoral Nacional. [En línea]. Disponible en: 
http ://in foleg.mecon.gov.ar/ infoleglnternet/anexos/15000-19999/19442/texact.htm. [Citado el 8 de agosto ele 
20 11] 
178 Ley 24.904 de 1997. [En línea]. Disponible en: http:l/ infoleg.mecon.gov.ar/ infoleglnternet/anexos/45000-
49999/4 7964/norma .htm [Citado el 12 de agosto de 2011] 
179 Constitución de la Nación Argentina. Op. cit. 
180 lbíd. 

~97 



País Consr ifución Ley(es) electoral(es) 

Constitución de 1853, Código e lectoral de 1983 (Decreto 2.135), 

Argentina reformada en 1860, 1866, modificado por leyes 23.247, 23.476, 

1898, 1957 1994 24.0 12, 24.444 y 24.904 

_181 CUA DRO VI. l. ConstttucJOnes y leyes electot a les vtgentes 

Ahora bien, todo lo anterior es de gran valor, si se hace referencia a los grandes altibajos 

políticos que ha sufrido Argentina, al haber tenido episodios de gobierno dictatoriales 

ejercido por sus Fuerzas Militares; " ... entre 1976-1983 Argentina sufrió algunas de sus 

aí'íos más oscuros en los que los gobernantes de facto impuso una dictadura militar de 

derecha que pretendía luchar por la recuperación económica a través de un proceso de 

reorgan ización nacional" 182
. 

Para referirse al concepto que define quienes son contemplados como electores en 

Argentina, no referiremos a la Ley Electoral que en artículo primero refiere: "Electores. 

Son electores nacional es los ciudadanos de ambos sexos nativos, por opción y 

naturalizados, desde los dieciocho años cumplidos de edad, que no tengan ninguna de las 

inhabilitaciones previstas en esta ley" 183
. Según esto, el personal militar activo está incluido 

dentro del concepto de elector y por consiguiente se le da el derecho a participar en las 

urnas. 

Por otro lado, la última parte del mencionado artículo señala un apartado de inhabilidades, 

las cuales están detalladas en el artículo 3, en donde no se establece que la institución 

castrense posea algún tipo de inhabilidad. Sin embargo, el literal 1 del mismo artículo, que 

en su texto seí'íala a "Los inhabilitados según disposiciones de la Ley Orgánica de los 

Partidos Políticos"184
, nos remite a consultar la esta norma. 

181 Tratado de derecho e lectoral comparado de América Latina. Op. Cit. 
182 /\iios Oscuros: dictadura militar en Argentina. [En línea]. Disponible en: 
hltp :/ /trans late. goog le.com. co/trans late?h l=es& Jan gpa ir=en% 7Ces& u=http :/ /www. whatargent i na .com/argenti 
na-military-dictatorship.html. [Citado el8 de agosto de 20 11] 
!Ro Código Electoral Nacional. [En línea]. Disponible en: 
http ://in foleg.mecon.gov.ar/ infolegl nternet/anexos/ 15000-19999/ 19442/texact.htm . [Consultado e l 12 de 
agosto de 20 1 1] 
184 lbíd . 
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En principio, la Ley Orgánica de los Partidos Políticos de Argentina tiene como finalidad 

fundamental la de garantizar a sus ciudadanos el derecho a la filiación política dentro de un 

partido. No obstante, para los miembros de las Fuerzas Militares, en el Titulo IV: Del 

funcionamiento de los partidos, Capitulo I: de la afiliación, Articulo 24: no pueden ser 

afiliados: literal b, señala que "El personal superior y subalterno de las Fuerzas Armadas 

de la Nación en actividad, o en situación de retiro cuando haya sido llamado a prestar 

servicios" 185 tiene la restricción de no poder petienecer oficialmente a un partido político; 

de igual forma extiende la prohibición según lo contemplado en el 1 i teral e al " ... personal 

superior y subalterno de las fuerzas de seguridad de la Nación o de las provincias, en 

actividad o retirados llamados a prestar servicios" 186. 

En el 1111smo sentido, en el Código Electoral, en el título V: Normas del Acto Electoral, 

Capítulo I: De las normas especiales de su celebración, se establecen las siguientes normas 

para las Fuerzas Militares: 

Artículo 67. - Reunión de tropas. Prohibición. Sin petjuicio de lo que especialmente se establezca 
en cuanto a la custodia y seguridad de cada comicio, el día de la elección queda prohibido la 
aglomeración de tropas o cualquier ostentación de fuerza armada. Sólo los presidentes de mesas 
receptoras de votos tendrán a su disposición la fuerza policial necesaria para atender el mejor 
cumplimiento de esta ley. 
Excepto la policía destinada a guardar el orden, las Fuerzas que se encontrasen en la localidad en 
que tenga lugar la elección se mantendrán acuarteladas mientras se realice la misma. 

Artículo 68. - Miembros de las Fuerzas Armadas. Limitaciones de su actuación durante el acto 
electoral. Los jefes u oficiales de las fuerzas armadas y autoridades policiales nacionales, 
provinciales, territoriales y municipales, no podrán encabezar gruj)OS de ciudadanos durante la 
elección, ni hacer valer la influencia de sus cargos para coattar la libertad de sufragio ni realizar 
reuniones con el propósito de influir en los actos comiciales. 

Al personal retirado de las Fuerzas Armadas, cualquiera fuera su jerarquía, le está vedado asistir al 
acto electoral vistiendo su uniforme. 

El personal de las Fuerzas Armadas y de seguridad en actividad , tiene derecho a concurrir a los 
comicios de u ni forme y portando sus armas reglamentarias 187

. 

185 Ley Orgánica de los Partido Políticos de Argentina. [En línea]. Disponible en: 
http ://in foleg.mecon.gov.ar/ infolegl nternet/ancxos/20000-24999/23893 /tcxact.htm. [Cvnsultada el 12 de 
agosto de 20 1 1] 
l % lbíd. 
187 Código Electoral Nacional Argentina. Op. Cit. 
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Todo lo anterior, permite establecer que el personal activo de las Fuerzas Militares de 

Argentina, en calidad de ciudadano, puede votar en las contiendas electorales que se 

desarro llen con la debida atención a las restricciones señaladas por la ley, referentes a la 

prohibición expresa de participar en manifestaciones políticas y tener alguna filiación 

partidista oficial y formal. Por lo demás, las normas solo definen las reglas de acción y 

desempeño de la institución castrense durante los comicios electorales. 

3.2.2. Voto Militar en Paraguay 

La democracia legítima y creíble para el Estado y para su población se dio a través de la 

Constitución de 1992: 

( ... ) que estab lec ió un s istema democrático de gobierno y mej oró dram áticamente la 
protección de los derechos fundamenta les. En mayo de 1993 , e l candidato del Pa1tido 
Colorad o, Ju an Carlos Wasmosy fue e lecto como el primer pres idente civil de Paraguay en 
cas i 40 años, en lo que los observadores internacionales consideraron unas e lecciones justas y 
li bres 188

• 

De igual manera, la consolidación de la democracia siguió siendo una lucha durante la 

década de los noventa: 

Con e l apoyo de los Estados Unid os, la Organización de Estados Americanos y otros países de la 
región, e l pueblo paraguayo rechazó un intento de abril 1996 por e l entonces jefe del Ejército, e l 
genera l Lino Oviedo de exp ul sar al presidente Wasmosy, dando un paso impo11ante para fortalecer 
la democrac ia 189

. 

Oc esta manera, las condiciones políticas y de gobierno actualmente se asemejan al modelo 

ya tradicional de las democrac ias en el mundo, con una división de poderes y una amplia 

participación del pueblo en la elección de sus dirigentes: 

188 

El presidente, e leg ido por e l pueblo para un mandato de cinco años, des igna un gabinete. El 
Congreso bicameral se compone de un a Cámara de 80 miembros de los Diputados y un Senado de 
45 miembros, e legidos a l mismo tiempo que el presidente a través de un sistema de representación 
proporcional. Los diputados se e ligen por departamento y los senadores son e leg idos a ni ve l 

Nota de fondo: Paraguay. [En línea]. Disponible en: 
http ://trans late.google.com.co/translate?hl=es&langpair=en% 7Ces&u= http: //www .state.gov/r/pa!ei /bgn/ 184 l. 
b.1m_. [Consultado e l 8 de agosto de 20 1 1] 
IS'J lbíd . 

' 100 



nacional. Máximo órgano judicial de Paraguay es la Corte Suprema. Un gobernador elegido por el 
pueblo cada uno de los jefes de 17 departamentos. 190 

De la misma forma, el derecho al sufragio electoral se normaliza en al artículo 118 de la 
Constitución que a diferencia de la norma argentina, no obliga a sus ciudadanos a hacer 
uso de este: 

Artículo 118 - DEL SUFRAG 10: El sufragio es derecho, deber y función pública del elector. 
Constituye la base del rég imen democrático y representativo. Se funda en el voto universal , libre, 
directo, igual y secreto; en el escrutinio público y fiscalizado , y en el sistema de representación 
proporc ional. 19 1 

Por otra parte, con una tradición política tan marcada por el intervencionismo militar, la 

Constitución establece la conformación de unas Fuerzas Militares legítimas, que deben 

salvaguardar la democracia en un marco no deliberante: 

Articulo 173 . De las Fuerzas Armadas 
Las Fuerzas Armadas de la Nación constituyen una institución nacional que será organizada con 
carácter permanente, profesional , no deliberante, obediente, subordinada a los poderes del Estado 
y sujeta a las di sposiciones de esta Constitución y de las leyes. Su misión es la de la nación y del 
estado, custodiar la integridad territorial y la de defender a las autoridades legítimamente 
constituidas, conformes con esta Constitución y las leyes . Su organización y sus efectivos serán 
determin ados por la ley. Los militares en servicio activo ajustarán su desempeño a las leyes y 
reg lamentos, y no podrán aliarse a pa1tido o a movimiento político alguno, ni realizar ningún tipo 
de actividad polílica 192

. 

Por !o anterior, se observa que para los paraguayos no ha sido fácil establecer una 

democracia firme, legítima y creíble, que no sea social y políticamente excluyente. 

País Constitución Ley(es) e/ectoral(es) 

Constitución de la Código Electoral Paraguayo (Ley 834) de 1996, 
Paraguay Republica de Paraguay modificado en 2001 ; ley 635 sobre la justicia electoral 

de 1992 de 1995, modificado en 1995 y 1998 
. IYJ CU A O RO V l. l. Consli/1/c/Ones y le; es e/ec/01 a les '"gentes 

190 lbíd . 
19 1 Nuestra Constitución Nacional. [En línea]. Disponible 
www.sfp .gov.py/sfp/? node=download, 1743.uc6ba25db7,sor. [Consultado el 8 de agosto de 2011] 
192 lbíd. 
193 Tratado de derecho electoral comparado de América Latina. Óp. Cit. 
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Finalmente, las Fuerzas Militares han sido leales a la misión consagrada en la Constitución 

durante lo transcurrido del siglo XXI, consolidando las instituciones del Estado y la 

democracia. 

Como se ha referido, la Constitución actual del Paraguay prohíbe cualquier tipo de filiación 

a un patiido político y por ende a cualquier tipo de manifestación o participación 

proselitista. En la ley 679 de 1995, se establecen plenamente las restricciones que 

suspenden dicho derecho a los militares: 

Artículo 1.- A partir de la vigencia de la presente Ley queda suspendido el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los deberes y obligaciones de los militares y policías en servicio 
activo afiliados a - partidos, movimientos políticos o alianzas electorales, conservando su 
antigüedad en los regi stros de afiliados 194

. 

De igual manera en la ley 834 de 1996, que establece el Código Electoral Paraguayo, hace 
una nueva ratificación de lo señalado anteriormente: 

Artículo 55.- No podrán afiliarse a partido político alguno: 
d. los Miembros de las Fuerzas Armadas de la Nación y los de la Policía Nacional en servicio 
activo, y los sacerdotes, clérigos y ministros o pastores de las distintas religiones. 

A•·tículo 56.- Abstención de actividad partidaria. En consonancia con lo que dispone la ley 
respectiva y el inciso d) del Artículo anterior se abstendrán de toda actividad pa11idaria los 
miembros de las Fuerzas Armadas de la Nación y los de las Fuerzas Policiales, en servicio 

. 195 
act1vo 

En este sentido, la mtsma norma define en su artículo 91 cuales son los ciudadanos 

impedidos para ser electores; en su literal C establece que "los soldados conscriptos y 

clases de las Fuerzas Armadas y Policiales y los alumnos de institutos de enseñanza 

militares y policiales" 196
, no podrán ejercer el derecho al sufragio con fines electorales. 

De esta manera, Paraguay toma el mismo criterio de algunos países del continente para 

194 LEY W 679 QUE SUSPENDE EL EJERCICIO DE LOS DERECIIOS EL CUMPLIMIENTO DE LOS 

DEBERES Y OBLIGACIONES DE LOS MILITARES Y POLICÍAS EN SERVICIO ACTIVO 

AFILIADOS A PARTIDOS, MOVIMIENTOS POLÍTICOS O ALIANZAS ELECTORALES. [En línea] . 
Disponible en. http: //pdba.georgetown.edu/ Eiectorai/Paraguay/ ley679.html. [Consultado el 12 de agosto de 
20 11] 
1
q
5 LEY N° 834 QUE ESTABLECE EL CÓDIGO ELECTORAL PARAGUAYO. [En línea]. Disponible en: 

http ://pdba.georgetown.edu/ Eiectoral/Paraguay/ ley834.html. [Consultado el 12 de agosto de 2011] 
196 LEY N o 834 QUE ESTABLECE EL CÓDIGO ELECTORAL PARAGUAYO. Op. Cit. 
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dejar fuera de escenario político sus Fuerzas Militares: 

Miembros en servicio activo de las Fuerzas Armadas y Policiales (Colombia, art. 219 de la 
Constitución ; Ecuador, art. 27 de la Constitución de 1998; Honduras, art. 37 de la Constitución; 
Paraguay, art. 175 de la Constitución concretado por el art. 75 del Código Electoral - que incluye, 
además, a los alumnos de Institutos de Enseñan zas Militares y Policiales- ; Perú , art. 34 de la 
Constitución). O exclusivamente de la s Fuerzas Armadas (Guatemala, art. 248 de la 
Constitución) 197

. 

Por lo anterior, se debe analizar si es contraproducente para la legitimidad de la democracia 

el hecho de que se restrinja a w1 segmento de la población su derecho al sufragio y a la 

filiación política, "el derecho electoral no tiene otro objetivo que el de establecer las reglas 

estructurales básicas de la democracia., 198
. En conclusión, Paraguay se ha consolidado 

como una democracia legítima que con base en las lecciones aprendidas de su 

convulsionada evolución política, ha alcanzado la solidez estatal que posee en la actualidad. 

197 Tratado de derecho electora l comparado de América Latina. Op. Cit. 
l fJS Jbid . 
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CONCLUSIONES 

• El derecho al voto no implica que las Fuerzas Armadas se conviertan en organismos 

deliberantes. 

• El registro electoral y el derecho al voto debe ser considerado como un deber cívico. Si 

no puede cumplir con su compromiso de votar, el militar será calificado como un 

ciudadano con derechos limitados. 

• La mayoría de los países que han otorgado el derecho al voto de los militares, también 

han legislado y diseñado políticas para permitir el voto en ausencia por correo o en 

centros de votación especiales establecidos en unidades militares, durante elecciones 

federales y referendos. 

• Las Fuerzas Armadas con derecho al voto deben mantenerse políticamente neutrales y 

servir lealmente al gobierno legítimamente elegido, sin ser integrantes o activistas de un 

partido político. 

• No se deben escatimar esfuerzos para asegurar el cumplimiento del derecho al voto del 

personal militar que se encuentre fuera del país o en servicio activo durante las 

votaciones. 

• Los Estados de Argentina y Paraguay poseen una democracia legítima, consignada en 

su constitución. 

• Las leyes electorales son coherentes con la disposición de los derechos civiles 

establecidos en cada una de las Constituciones de cada país. 
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• Los efectos de la alta injerencia de los militares en los gobiernos durante el anterior 

siglo, no deben constituir un argumento determinante en el momento de establecer 

restricciones para acceder al derecho al voto en Latinoamérica. 

• Argentina define los derechos electorales fuera de la Constitución, criterio que solo se 

identifica en dicho país, sin que por ello se perciba como una debilidad de sus políticas 

electorales. 

• Paraguay considera que en este momento de su historia, es más conveniente limitar la 

participación electoral de su personal castrense. 

• Se visualiza como un criterio regional la prohibición hecha a las instituciones armadas, 

para tener filiaciones políticas formales y con mayor énfasis, para participar o motivar 

proselitismo político. 

• Es posible que con los buenos resultados obtenidos en los países que permiten el voto a 

sus militares, los Estados que aun no han otorgado este derecho, puedan considerar esta 

opción como una manifestación de madurez política y solidez de las instituciones 

democráticas. 
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CONCLUSIONES COMUNES 

• El escenario político del siglo XIX y principios del XX esencialmente era definido por 

la clase militar, la cual estaba inmersa en los distintos sectores sociales de mayor 

categoría, que buscaban darle forma al nuevo estado después de la independencia 

definitiva de Espafía. De lo anterior se derivo la participación directa y determinante de 

los militares en los distintos modelos de participación electoral que evolucionaban 

rápidamente. 

• La clase política y militar no desarrollaron bien su misión de cohesionar el país después 

de la época revolucionaria, sumiendo a la población en continuos estados de conflicto 

civil. Con el transcurrir de tiempo se logro visualizar la necesidad de convertir las 

Fuerzas Militares, como un organismo que contribuyera a la cohesión del país y eje 

vital de la existencia del estado. 

• En la Colombia de pnnc1p10s y mediados del siglo XX, se visualiza la importante 

necesidad de hacer neutralmente político a las Fuerzas Militares en actividad, 

restricción que se consolido dentro de su marco jurídico, y que posterior mente se elevo 

a la categoría de precepto constitucional vigente hasta hoy en día. La institución 

castrense noblemente ya había evolucionado en este sentido, por lo que no se dio 

ningún tipo de oposición a la iniciativa política en aquella época. 

• Las Fuerzas Militares de Colombia han desarrollado un proceso de profesionalización, 

que las ha madurado y a permitido su acertado desempeño en los distintos escenarios en 

el ámbito nacional e internacional. Como pilar fundamental del estado, su personal 

tiene la capacidad propia de hacerse su percepción política individual, que debería 

permitírsele ser manifestada libremente en las urnas electorales, elemento democrático 

que validaría sus derechos como ciudadanos de bien al servicio del país. 
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• En un ambiente democrático como el de Estados Unidos, Canadá y el Reino Unido el 

militar es calificado como un ciudadano con derechos limitados si no puede cumplir 

con su compromiso de votar; la facultad de votar no implica que las Fuerzas Armadas 

se conviertan en organismos deliberantes. Estos países han legi slado y diseñado 

políticas para oficializar el derecho al voto y permitir el sufragio en ausencia para los 

militares destacados fuera de sus países por razones del servicio. En todos los casos, los 

integrantes de las Fuerzas Armadas no deben hacer parte o ser activistas de partidos 

políticos, manteniéndose políticamente neutrales. 

• Las Fuerzas Militares de Argentina y Paraguay se han convertido en instituciones 

acordes a los modelos políticos democráticos de sus Estados. Aunque opuestos a la 

hora de definir las restricciones ciudadanas de sus militares en actividad, ambas 

naciones tienen en sus Fuerzas Militares unidades profesionales respetuosas de las 

demás instituciones del Estado. 

• Para Brasil resulta fundamental convocar a la totalidad de sus ciudadanos alrededor de 

los procesos de participación política, sin ningún tipo de discriminación de tipo 

funcional. En sentido contrario, Paraguay restringe la participación electoral de sus 

efectivos militares, dentro de un proceso de consolidación democrática, después de una 

larga dictadura que termino a mediados de los años 90. 

• La discusión respecto de la conveniencia de mantener la restricción del derecho al 

sufragio de los miembros en servicio activo de la Fuerza Pública en Co lombia, es una 

discusión que debe enmarcarse como una materia propia de Derechos Humanos y 

específicamente como derechos fundamenta les, por encima de cualquier consideración 

política. 

• La efectividad de los sistemas democráticos modernos se mide en función de las 

menores limitaciones a los derechos políticos de sus ciudadanos; así, será más 

democrático aquel Estado que mayores libertades fundamenta les posibilite ejercer. 
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• Colombia está en mora de debatir en el Congreso de la República, o en una Asamblea 

Nacional Constituyente (si ella llegare a presentarse), la conveniencia y la conformidad 

con los instrumentos de derecho público internacional de la restricción en comento. 

• El restablecimiento del derecho al sufragio activo de los miembros de la Fuerza Pública 

en Colombia implicaría ajustes en el sistema electoral, principalmente de orden 

logístico, sobre los cuales existen sobradas experiencias mundiales que dan cuenta de su 

posibilidad. 

• Las Escuelas de Formación deben fortalecer decididamente la instrucción democrática 

de los miembros de la Fuerza Pública, de modo tal que sean verdaderos semilleros de 

ciudadanos íntegramente comprometidos su papel de constructores y defensores de su 

papel protagónico al interior de un Estado social y democrático de derecho. 
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